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TRIBUNAL GENERAL DE JUSTICIA 
TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA 

SALA SUPERIOR DE SAN JUAN 
 

MANUEL ANTONIO NATAL ALBELO, en su 
capacidad de candidato a la Alcaldía de 
San Juan por el Movimiento Victoria 
Ciudadana  
 
   Peticionario 
 
v. 
 
MIGUEL A. ROMERO LUGO, en su 
capacidad de candidato impugnado; ET AL  
 
   Peticionados 
 

NÚM. CASO TA: SJ2021CV00284 
 
SALA: 904 
 
SOBRE: Impugnación de Elección: 
Alcaldía de San Juan 
 

 
MOCIÓN DE DESESTIMACIÓN POR FALTA DE JURISDICCIÓN S OBRE LA 

MATERIA Y AUSENCIA DE CAUSA DE ACCIÓN QUE JUSTIFIQU E LA 
CONCESIÓN DE UN REMEDIO, SIN RENUNCIAR AL PLANTEAMI ENTO DE 

FALTA DE JURISDICCIÓN SOBRE LA PERSONA   
 
AL TRIBUNAL DE INSTANCIA: 
 

COMPARECE  el peticionado Miguel A. Romero Lugo, candidato impugnado, por 

conducto de la representación legal que suscribe, y sin someterse a la jurisdicción del 

Tribunal , muy respetuosamente, EXPONE, ALEGA y SOLICITA:  

I. Introducción 
 

La demanda de autos es una Impugnación de Elección presentada el 14 de enero de 2021, 

por el peticionario Manuel A. Natal Albelo.  Éste aspiró para el puesto de alcalde de San Juan en 

las pasadas Elecciones Generales, bajo la insignia del Movimiento Victoria Ciudadana (“MVC”), 

y perdió ante el compareciente, según Certificación emitida por la Comisión Estatal de 

Elecciones (CEE) de 31 de diciembre de 2020, notificada el 4 de enero de 2021. 

Alega el peticionario que, en la Unidad 77 de la Junta Administrativa de Voto Ausente y 

Adelantado (“JAVAA”), de los cinco (5) precintos de San Juan, ocurrieron irregularidades en el 

proceso de tramitación y validación de solicitudes de voto ausente y voto adelantado; y, en el 

recibo, registro, validación y adjudicación de las papeletas de voto ausente y voto adelantado, 

afectando alegadamente la voluntad del pueblo. En vista de ello, solicita “que se ordene la 

celebración de una nueva elección para la alcaldía de San Juan limitada a la Unidad 77”.1 Suplica 

en su escrito que dicha nueva elección se celebre en o antes del mes de marzo de 2021. 2  

                                                           
1 Véase, página 3 de la Impugnación de Elección. 
2 Véase, Súplica a la página 30 de la Impugnación de Elección. 
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El peticionario alega3 que las supuestas irregularidades de la Unidad 77 comenzaron a 

confirmarse desde la Certificación de resultados preliminares por parte de la CEE. Arguye, en 

consecuencia, que “[u]n análisis de las listas de solicitantes de voto adelantado y voto ausente 

entregadas por la CEE y de los votos reportados para la Unidad 77 en los distintos precintos de 

San Juan refleja que el número de votos reportados por concepto del voto adelantado excede 

considerablemente el número de electores que en efecto participaron de la elección. Al 

certificarse el resultado final de la elección, la cantidad de papeletas en exceso, es decir, la 

cantidad de votos que supera a los electores en la Unidad 77 es tan alta, que supera la ventaja que 

el candidato aquí impugnado obtuvo sobre el peticionario. Como consecuencia, si se subsanan 

las ilegalidades de la Unidad 77 en San Juan, ese número sería suficiente para cambiar el 

resultado de la elección.” 

El 15 de enero de 2021, el Tribunal emitió Orden de Mostrar Causa, concediendo a los 

peticionados hasta el 21 de enero de 2021, a las 4:00 p.m, para “que muestren causa por la cual 

no se deba conceder los remedios solicitados” por el peticionario. Asimismo, le ordenó a éste 

diligenciar dicha Orden, así como el recurso de impugnación y sus anejos, de conformidad con 

la Regla 4.4 de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, en un término de 24 horas. 

En vista que al 19 de enero de 2021, el compareciente no fue emplazado conforme a la 

Regla 4.4, antes citada, y la Orden de Mostrar Causa—ya que notificó el recurso al 

compareciente mediante el diligenciamiento de dicha Orden, pero sin un emplazamiento—el 21 

de enero de 2021, éste presentó Moción de Desestimación por Falta de Jurisdicción Sobre la 

Persona.4  

Ese mismo día, el peticionario radicó Moción Presentando Emplazamientos 

Diligenciados.5  Alegó, que “sirvió copia del emplazamiento y nuevamente copia del recurso en 

el día de hoy a las partes mencionadas en el primer párrafo de esta moción”—entre las que se 

menciona al compareciente—dentro del plazo de cinco (5) días que dispone el Art. 10.15 del 

Código Electoral de Puerto Rico de 2020, Ley 58-2020 (“Código Electoral”).  Indicó, a esos 

efectos, que “el referido término de cinco (5) días para notificar el recurso -que ya fue notificado 

junto a la orden de mostrar causa- con el emplazamiento según el Código Electoral vence 

mañana viernes, 22 de enero de 2021.”  El razonamiento del peticionario se basó en su aplicación 

errónea de la Regla 68.1 de las de Procedimiento Civil, antes citadas, al término de cinco (5) días 
                                                           
3 Véase, página 4 de la Impugnación de Elección. 
4 Entrada 16, SUMAC. 
5 Entrada 22, SUMAC. 
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que establece el Art. 10.15 del Código Electoral, para notificar la Impugnación de Elección al 

candidato impugnado.   

El compareciente tampoco fue emplazado conforme a derecho en esta segunda ocasión. 

Ello así, pues el emplazamiento diligenciado por el peticionario el 21 de enero de 2021, no se 

diligenció en la persona del compareciente; sino a través de un tercero no autorizado a recibirlo a 

su nombre.6 Por consiguiente, y dado que no se cumplió con el diligenciamiento del 

emplazamiento personal dentro del plazo jurisdiccional de cinco (5) días que dispone el 

Art. 10.15 del Código Electoral, el 25 de enero de 2021, el compareciente presentó una Segunda 

Moción de Desestimación por Falta de Jurisdicción Sobre la Persona.7  

Por entender que esta controversia es una novel y de alto interés público, en igual fecha 

acudimos vía certificación al Tribunal Supremo, con la cual presentamos una solicitud en auxilio 

de jurisdicción. Mientras tanto, este Tribunal ordenó al peticionario oponerse a la Segunda 

Moción de Desestimación por Falta de Jurisdicción Sobre la Persona,8 quien sometió Respuesta 

en Oposición a Mociones de Desestimación del Candidato Impugnado Miguel A. Romero Lugo 

(“Respuesta en Oposición”).9 

Así las cosas, este Tribunal determinó motu proprio, dejar en suspenso la resolución 

sobre la controversia de índole jurisdiccional presentada por el compareciente.10 El Tribunal 

Supremo, por su parte, emitió Resolución, en la que denegó expedir el recurso y la solicitud de 

auxilio, con expresión disidente del Juez Asociado señor Rivera García, a la que se unió la Juez 

Asociada señora Pabón Charneco. 

En la mañana de hoy, este Tribunal emitió Orden indicando que, en vista del dictamen 

del Tribunal Supremo, estará resolviendo en los próximos días las mociones desestimatorias 

pendientes. En vista de ello, procedimos de inmediato a replicar la Respuesta en Oposición del 

peticionario, por entender que resulta necesario aclarar varios aspectos allí señalados. Asimismo, 

aunque entendemos que el Tribunal debe resolver en primera instancia las mociones de 

desestimación por falta de jurisdicción sobre la persona ya presentadas por el compareciente y 

sin renunciar a dicho planteamiento jurisdiccional, estamos sometiendo aquí la presente moción 

de desestimación. 

                                                           
6 Entrada 22, SUMAC, Anejo 3.  
7 Entrada 34, SUMAC.  
8 Entrada 36, SUMAC.  
9 Entrada 39, SUMAC.  
10 Entrada 40, SUMAC.  
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Según veremos, aun aceptando como ciertos los hechos bien alegados en la Impugnación 

de Elección, y de concluirse que no procede la desestimación de la demanda por falta de 

jurisdicción sobre la persona, lo que se niega enfáticamente, la misma debe ser desestimada por 

falta de jurisdicción sobre la materia y por dejar de exponer una reclamación que justifique la 

concesión de un remedio. 

II.  Hechos Relevantes o Materiales que no se Encuentran en Controversia 

El peticionario aspiró al cargo de alcalde por el Municipio de San Juan, bajo la insignia 

del MVC.  El compareciente, Miguel A. Romero Lugo, aspiró al mismo cargo, bajo la insignia 

del Partido Nuevo Progresista (“PNP”). Las Elecciones Generales se celebraron el 3 de 

noviembre de 2020, donde el aquí compareciente resultó vencedor, según Certificación de la 

CEE de 31 de diciembre de 2020,11 juramentado como Alcalde de San Juan el 11 de enero de 

2021.12 

La JAVAA administró el voto ausente y adelantado de la Unidad 77 de los cinco (5) 

precintos de San Juan. Desde el 24 de octubre de 2020 al 6 de noviembre de 2020, los 

Comisionados Electorales de todos los partidos, implantaron diferentes medidas para trabajar con 

la Unidad 77 y culminar el escrutinio de la noche del evento.13  

El 14 de diciembre de 2020, el Lcdo. Olvin Valentín Rivera, Comisionado Electoral del 

MVC, presentó ante el Presidente de la CEE, Hon. Francisco Rosado Colomer, un escrito en el 

que alegaba una serie de irregularidades relacionadas con el voto ausente y el voto adelantado de 

la Unidad 77.14 En esencia, planteó lo siguiente: 

1. Errores e irregularidades durante el escrutinio general (incluyendo el recuento de la 

papeleta legislativa); a saber: falta de información necesaria para el escrutinio; actas 

descuadradas; recuento sin balance; y, 

2. Errores e irregularidades durante el proceso de consolidación de actas; a saber: falta 

de información necesaria para hacer relación entre votos registrados y papeletas 

adjudicadas en la Unidad 77; falta de información necesaria para hacer consolidación 

                                                           
11 Véase, Anejo 2 de la Impugnación de Elección. 
12 Véase, Anejo 3 de la Impugnación de Elección. 
13 Véase, Anejo 1 del escrito presente, a la pág. 6, Resolución CEE-RS-20-169, citada en las alegaciones 54-56 de la 
Impugnación de Elección.  Refiérase a la discusión contenida en el acápite III(A), infra, de la presente Moción de 
Desestimación, donde se discute fundamentadamente por qué la inclusión de documentos a la presente—los cuales 
fueron incorporados por referencia al aludirse a ellos en las alegaciones de la demanda—no desvirtúa su carácter 
bajo la Regla 10.2 de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V. 
14 Véase, Anejo 8 de la Impugnación de Elección. 
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de actas; consolidación de actas sin atención a señalamientos sobre papeletas sin 

doblez.  

Conforme a lo anterior, el MVC solicitó “que se recuenten todas las papeletas de la 

Unidad 77 y que no se emitan certificaciones de resultados o candidaturas hasta tanto no se 

complete dicho proceso.”15 

En vista que no hubo unanimidad de los Comisionados Electorales, el 19 de diciembre de 

2020, notificada al día siguiente, el Presidente de la CEE emitió la Resolución CEE-RS-20-

169.16 Mediante la misma y de manera fundamentada, respondió todos y cada uno de los 

planteamientos del escrito de MVC—excepto el señalamiento de las papeletas sin doblez—

denegando los mismos.17 En cuanto al señalamiento de las papeletas sin doblez, todos los 

Comisionados Electorales de los partidos le votaron en contra, excepto el del MVC. Ante la falta 

de unanimidad, el 30 de diciembre de 2020, el Presidente de la CEE emitió la Resolución CEE-

AC-20-576, denegándolo igualmente.18  

En cumplimiento con el Art. 13.2 del Código Electoral de Puerto Rico de 2020, el 

Presidente de la CEE advirtió al MVC—en ambas resoluciones—su derecho a acudir en revisión 

judicial ante el Tribunal de Primera Instancia, dentro de diez (10) días contados a partir de la 

notificación de la Resolución.   A pesar de ello, el MVC no acudió en revisión contra la 

Resolución CEE-RS-20-169, ni contra la Resolución CEE-AC-20-576. En su consecuencia, 

ambas resoluciones advinieron finales y firmes.  

Así las cosas y, según indicamos, el 31 de diciembre de 2020, la CEE emitió la 

Certificación Final con el resultado del Escrutinio General, reconociendo que el compareciente 

obtuvo el mayor número de votos y, por consiguiente, resultó Alcalde Electo de San Juan.19 La 

referida Certificación fue notificada el 4 de enero de 2021.20 

Inconforme, el peticionario presentó la Impugnación de Elección de autos. En esencia, 

plantea las mismas irregularidades que el MVC presentó ante la CEE a través de su Comisionado 

                                                           
15 Véase, Anejo 8 de la Impugnación de Elección. 
16 Véase, Anejo 1 del escrito presente, Resolución CEE-RS-20-169, citada en las alegaciones 54-56, de la 
Impugnación de Elección.  Refiérase a la discusión contenida en el acápite III(A), infra, de la presente Moción de 
Desestimación, donde se discute fundamentadamente por qué la inclusión de documentos a la presente—los cuales 
fueron incorporados por referencia al aludirse a ellos en las alegaciones de la demanda—no desvirtúa su carácter 
bajo la Regla 10.2 de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V. 
17 Id. 
18 Véase, Anejo 2 del escrito presente, Resolución CEE-AC-20-576, mencionada en la alegación 62 de la 
Impugnación de Elección.  Refiérase a la discusión contenida en el acápite III(A), infra, de la presente Moción de 
Desestimación, donde se discute fundamentadamente por qué la inclusión de documentos a la presente—los cuales 
fueron incorporados por referencia al aludirse a ellos en las alegaciones de la demanda—no desvirtúa su carácter 
bajo la Regla 10.2 de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V. 
19 Véase, Anejo 2 de la Impugnación de Elección. 
20 Véase, Anejo 3 de la Impugnación de Elección. 
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Electoral, el 14 de diciembre de 2020, y que fueron resueltas de manera final y firme por el 

Presidente de la CEE en la Resolución CEE-RS-20-169 de 19 de diciembre de 2020 y en la 

Resolución CEE-AC-20-576 de 30 de diciembre de 2020. Esto es, las alegadas irregularidades 

relacionadas con la Unidad 77 de San Juan, que administra la JAVAA. 

En cumplimiento con la Orden de Mostrar Causa emitida por el Tribunal, el 

compareciente somete el escrito presente. Sostiene, por un lado, que las alegaciones que se 

incluyen en la referida Impugnación de Elección fueron presentadas ante la CEE por el 

Comisionado Electoral del MVC, mediante una solicitud de recuento de 14 de diciembre de 

2020, que fue resuelta mediante la Resolución CEE-RS-20-169 de 19 de diciembre de 2020, y la 

Resolución CEE-AC-20-576 de 30 de diciembre de 2020. Dichas Resoluciones denegaron todos 

los argumentos del Comisionado del MVC, a pesar de lo cual ninguna de ellas fue cuestionada 

en revisión judicial, adviniendo ambas finales y firmes. Dicho de otro modo, mediante la 

Impugnación de Elección, el peticionario pretende relitigar las controversias que fueron objeto 

de adjudicación en su contra ante la CEE, para lo cual está impedido por virtud de la doctrina de 

cosa juzgada y/o su vertiente de impedimento colateral.  

Por otro lado, las alegaciones de la Impugnación de Elección son descarnadas e 

insuficientes y dejan de exponer una reclamación que justifique la concesión de un remedio. De 

hecho, dichas alegaciones no son de tal naturaleza que, de probarse, bastarían para cambiar el 

resultado de la elección, según requerido por ley para este tipo de caso. 

En consecuencia, solicitamos la desestimación de la Impugnación de Elección, sin 

necesidad de trámites ulteriores. 

III.  Derecho Aplicable 

A.  La Moción de Desestimación 

De conformidad con la Regla 10.2 de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, un 

demandado puede presentar una solicitud de desestimación de una demanda radicada en su 

contra previo a someter su contestación. A esos efectos, el inciso (1) de la Regla 10.2, antes 

citada, permite solicitar la desestimación de una reclamación, cuando el tribunal carece de 

jurisdicción, mientras que su inciso (5) lo permite cuando se plantea que la demanda deja de 

“exponer una reclamación que justifique la concesión de un remedio”.  

Es norma reiterada que, frente a una moción para desestimar, la demanda debe ser 

interpretada lo más liberalmente posible a favor de la parte demandante, aceptando como ciertos 
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los hechos bien alegados en la misma. Véase al respecto, Candal Vicente v. CT Radiology Office, 

Inc., 112 D.P.R. 227, 231 (1982); Meléndez v. Iturrondo, 71 D.P.R. 60, 63 (1950). A esos 

efectos, una demanda debe desestimarse, en definitiva, porque no aduce causa de acción, cuando 

la razón de pedir no procede bajo supuesto alguno de derecho concebible, y por lo tanto la misma 

no puede ser enmendada. Véase, Clemente v. Departamento de la Vivienda, 114 D.P.R. 763, 771 

(1983); Rivera v. Trinidad, 100 D.P.R. 776, 781 (1972); Figueroa v. Tribunal Superior, 

88 D.P.R. 122, 124 (1963). 

Ahora bien, sabido es que “un tribunal que carece de jurisdicción sólo tiene jurisdicción 

para señalar que no la tiene.” Rodríguez v. Syntex P.R., Inc., 148 D.P.R. 604 (1999); Pagán v. 

Alcalde Mun. de Cataño, 143 D.P.R. 314 (1997); González Santos v. Bourns P.R., Inc., 

125 D.P.R. 48, 63 (1989). Esto es así porque un tribunal no tiene “discreción para asumir 

jurisdicción donde no la hay.” (Bastardillas en el original.) López v. J. Gus Lallande, 144 D.P.R. 

774 (1998); Aponte v. Policía de P.R., 142 D.P.R. 75 (1996); Martínez v. Junta de Planificación, 

109 D.P.R. 839, 842 (1980).   

Asimismo, es norma altamente reconocida que la falta de jurisdicción sobre la materia 

conlleva, entre otras, las siguientes consecuencias inexorablemente fatales: (1) no es susceptible 

de ser subsanada; (2) las partes no pueden voluntariamente otorgarle jurisdicción sobre la 

materia a un tribunal ni el tribunal lo puede hacer motu proprio; (3) los dictámenes son nulos 

(nulidad absoluta); y, (4) los tribunales deben auscultar su propia jurisdicción. Vázquez v. 

A.R.P.E., 128 D.P.R. 513, 537 (1991).  En ese sentido, la falta de jurisdicción sobre la materia 

acarrea la nulidad de todo el procedimiento. 

Cónsono con lo anterior, se reiteró en Junta de Planificación v. Frente Unido Pro 

Defensa del Valle de Lajas, 165 D.P.R. 445, 459 (2005), que: 

[...] Todo tribunal tiene el deber ministerial de, una vez 
cuestionada su jurisdicción o motu proprio, examinar y 
evaluar rigurosamente tal asunto pues éste incide directamente 
sobre el poder mismo para adjudicar una controversia.  Por ser 
éste un planteamiento de naturaleza privilegiada, puede hacerse en 
cualquier etapa del procedimiento, entiéndase ante el foro primario 
o en etapa apelativa. (Énfasis y subrayado nuestro.) 

 
Es decir, las cuestiones relativas a la jurisdicción de un tribunal, por ser privilegiadas, 

deben resolverse con preferencia a cualesquiera otras.  Arriaga v. FSE, 145 D.P.R. 122 (1998). 
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De conformidad con lo anterior, aun aceptando como ciertas las alegaciones bien hechas 

de la demanda, procede, muy respetuosamente, su desestimación sin necesidad de trámites 

ulteriores.  Veamos. 

i. El estándar aplicable para determinar la suficiencia de las alegaciones de la 
demanda. 

 
La Regla 6.1 de las de Procedimiento Civil de 2009, 32 LPRA Ap. V, corresponde a la 

Regla 6.1 de las de Procedimiento Civil de 1979. Bajo la anterior Regla 6.1, solo era necesario 

exponer en la demanda una relación sucinta y sencilla de la reclamación demostrativa de que el 

peticionario tenía derecho a un remedio. 

Ahora bien, la Regla 6.1 según aprobada en el 2009, dispuso: 

Una alegación que exponga una solicitud de remedio contendrá: 
 
(1) una relación sucinta y sencilla de los hechos demostrativos de 
que la parte peticionaria tiene derecho a un remedio, y 
(2) una solicitud del remedio a que crea tener derecho. 
 
Podrán ser solicitados remedios alternativos o de diversa 
naturaleza. 

  
De otro lado, según vimos previamente, la Regla 10.2, supra, recoge las defensas que 

pueden levantarse en una moción de desestimación antes de contestarla o en la misma 

contestación a la demanda.  Dicha regla permite, particularmente bajo la Regla 10.2(5), supra, 

que un demandado le solicite al tribunal la desestimación de la demanda en su contra por el 

fundamento de que la acción no expone una reclamación que justifique la concesión de un 

remedio. Torres Torres v. Torres et al., 179 D.P.R. 481, 501 (2010).   

Con respecto a una moción de desestimación, el tratadista Rafael Hernández Colón hace 

un análisis integrado de ésta con las Reglas 6.1 y 10.2(5), antes citadas, exponiendo: 

No obstante, la Corte Suprema Federal en Ashcroft v. Iqbal, supra, 
[556 U.S. 662 (2009); 129 S. Ct. 1937 (2009)] desarrolló el 
mecanismo de examen y evaluación para la consideración de este 
tipo de moción desestimatoria, siguiendo la nueva doctrina 
establecida en Bell Atlantic Corp. v. Twombly, supra, [550 U.S. 
544; 127 S. Ct. 1955 (2007)]. Básicamente, el tribunal debe 
identificar los elementos que establecen la causa de acción y las 
meras alegaciones concluyentes que no pueden presumirse como 
ciertas. El tribunal debe aceptar como ciertos todos los hechos bien 
alegados en la demanda eliminando del análisis las conclusiones 
legales y los elementos de la causa de acción apoyados por 
aseveraciones conclusorias. Luego de brindarle veracidad a los 
hechos bien alegados, debe determinar si a base de éstos la 
demanda establece una reclamación plausible que justifique que el 
demandante tiene derecho a un remedio, guiado en sus análisis por 
la experiencia y el sentido común. De determinar que no cumple 
con el estándar de plausibilidad, el tribunal debe desestimar la 
demanda y no permitir que una demanda insuficiente proceda bajo 
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el pretexto de que con el descubrimiento de prueba pueden 
probarse las alegaciones conclusorias. Véase Ashcroft v. Iqbal, 
supra, a la pág. 13-16, 19-22. 

 
Este análisis derogó en lo federal la interpretación laxa de las 
reglas equivalentes a nuestras Rs. 6.1 y 10.2, 1979 en el sentido de 
que la moción de desestimación únicamente procedería cuando de 
los hechos alegados no podía concederse remedio alguno a favor 
del demandante. La R. 6.1, 2009 se orienta hacia el "rationale" de 
las decisiones de la Corte Suprema Federal al requerir "una 
relación sucinta y sencilla de los hechos demostrativos de que la 
parte peticionaria tiene derecho a un remedio [...]."  

 
Hernández Colón, Rafael, Práctica Jurídica de Puerto Rico, 
Derecho Procesal Civil, 5ta. Ed., sec. 2604, pág. 268 (2010). 

 
Lo anterior demuestra, sin duda, un nuevo enfoque para la evaluación de una solicitud de 

desestimación al amparo de la Regla 10.2(5), antes citada, y la integración a dicho análisis de los 

requisitos de la Regla 6.1, supra.  Esto, bajo el criterio de plausibilidad desarrollado por el 

Tribunal Supremo de Estados Unidos en Bell Atlantic Corp. v. Twombly, 550 U.S. 544 (2007) y 

Ashcroft v. Iqbal, 556 U.S. 662 (2009). 

Bajo dicho criterio, el demandante tiene que exponer alegaciones que vayan más allá de 

la línea entre lo imaginable y lo factible. ("...[N]udge[ ] [his] claims across the line from 

conceivable to plausible." Bell Atlantic Corp. v. Twombly, supra, pág. 570.)  En consecuencia, 

las alegaciones fácticas contenidas en una demanda deben ser suficientes para sostener el 

derecho a un remedio más allá de un nivel de especulación.  ("Factual allegations must be 

enough to raise a right to relief above the speculative level, see 5 C. Wright & A. Miller, Federal 

Practice and Procedure § 1216, pp 235-236 (3d ed. 2004) (hereinafter Wright & Miller).") Véase, 

Bell Atlantic Corp. v. Twombly, supra, a la pág. 555. Al respecto, en Ashcroft v. Iqbal, supra, a 

la pág. 678, se señaló lo siguiente: 

Under Federal Rule of Civil Procedure 8(a)(2), a complaint must 
contain a “short and plain statement of the claim showing that the 
pleader is entitled to relief.” “[D]etailed factual allegations” are not 
required, Twombly, 550 U.S., at 555, 127 S.Ct. 1955, but the Rule 
does call for sufficient factual matter, accepted as true, to “state a 
claim to relief that is plausible on its face,” id., at 570, 127 S.Ct. 
1955. A claim has facial plausibility when the pleaded factual 
content allows the court to draw the reasonable inference that the 
defendant is liable for the misconduct alleged. Id., at 556, 127 
S.Ct. 1955. Two working principles underlie Twombly. First, the 
tenet that a court must accept a complaint's allegations as true is 
inapplicable to threadbare recitals of a cause of action's elements, 
supported by mere conclusory statements. Id., at 555, 127 S.Ct. 
1955.  Second, determining whether a complaint states a plausible 
claim is context-specific, requiring the reviewing court to draw on 
its experience and common sense. Id., at 556, 127 S.Ct. 1955. A 
court considering a motion to dismiss may begin by identifying 
allegations that, because they are mere conclusions, are not entitled 
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to the assumption of truth. While legal conclusions can provide the 
complaint's framework, they must be supported by factual 
allegations. When there are well pleaded factual allegations, a 
court should assume their veracity and then determine whether 
they plausibly give rise to an entitlement to relief. 

 
De conformidad con lo anterior, al considerarse una moción de desestimación al amparo 

de la Regla 10.2(5), debe analizarse si la demanda cumple con el estándar de plausibilidad.  De 

no ser así, el tribunal debe desestimarla y no permitir que una demanda insuficiente proceda bajo 

el pretexto de que con el descubrimiento de prueba pueden probarse las alegaciones conclusorias. 

Hernández Colón op. Cit, (2010), pág. 268.  

Es importante destacar que, la jurisprudencia federal de Twombly e Iqbal, supra, así 

como la nueva Regla 6.1, antes citada, han ido calando hondo en los tribunales en Puerto Rico. 

Véase a modo persuasivo, entre otros, Albors v. Riera Carrión, 2014 P.R. App. Lexis 2283 (24 

de junio de 2014); Colón Rodríguez v. U.P.R., 2014 P.R. App. Lexis 1476 (30 de abril de 2014); 

Banco Popular v. JVMW Props. Management, 2012 P.R. App. Lexis 1045 (25 de abril de 2012); 

Wal-Mart P.R. v. VAPR Fed. Credit Union, 2012 P.R. App. Lexis 1021 (17 de abril de 2012); 

Rivera Rodríguez v. ELA, 2012 P.R. App. Lexis 109 (20 de enero de 2012); BBVA v. López 

Caraballo, 2010 P.R. App. Lexis 2765 (17 de agosto de 2010); Veglio v. International 

Development Group, 2010 P.R. App. Lexis 2367 (29 de junio de 2010). En todos los casos antes 

citados, el Tribunal de Apelaciones ha expresado que, a la luz de la Regla 6.1 y 10.2(5), y de 

Twombly e Iqbal, antes citados, el estándar aplicable para determinar la suficiencia de las 

alegaciones de la demanda ante una moción de desestimación no es que sea posible bajo 

cualquier estado de hechos, sino que el demandante haya formulado alegaciones que superen la 

línea entre lo imaginable y lo factible y, que las bases fácticas en que descansa su reclamación 

sean suficientes para elevar su derecho a la concesión de un remedio más allá de un nivel 

especulativo. 

ii.  Al adjudicarse una moción de desestimación, se consideran los documentos 
anejados o incorporados por referencia en la demanda, al igual que materias 
sobre las cuales se puede tomar conocimiento judicial, sin desvirtuarse su 
carácter desestimatorio. 

 
En el caso particular de una moción de desestimación bajo el inciso (5) de la Regla 10.2, 

antes citada—que la demanda deja de exponer una reclamación que justifique la concesión de un 

remedio—existen consideraciones particulares que, en la situación que aquí nos ocupa, debemos 

también discutir. Esto, en atención a abundante jurisprudencia del Tribunal Supremo de los 

Estados Unidos que interpreta la Regla 12(b)(6) de Procedimiento Civil Federal—equivalente a 
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la Regla 10.2(5) de las Reglas de Procedimiento Civil de Puerto Rico aquí envuelta—al igual que 

a la de diversos Circuitos del Tribunal de Apelaciones de los Estados Unidos, a la cual nos 

referiremos por su alto valor persuasivo e ilustrativo, ante la ausencia de jurisprudencia local al 

respecto. 

Según dicha jurisprudencia federal, se permite incluir documentos en apoyo a una 

moción de desestimación fundamentada en la ausencia de una reclamación que justifique la 

concesión de un remedio, sin que por ello se desvirtúe su naturaleza. Esto es, según vimos, que la 

demanda debe ser interpretada lo más liberalmente posible a favor de la parte demandante, 

aceptando como ciertos los hechos bien alegados en la misma. Candal Vicente v. CT Radiology 

Office, Inc., antes citado.  Nos explicamos.   

Como indicamos, no hemos encontrado casuística del Tribunal Supremo de Puerto Rico 

sobre este particular. No obstante, abundante casuística federal interpreta que, cuando en una 

solicitud de desestimación se alega que la demanda deja de “exponer una reclamación que 

justifique la concesión de un remedio”, y se le une o se hace referencia a documentos referidos o 

incorporados en las alegaciones de la demanda y/o, se traen materias sobre las cuales el Tribunal 

puede tomar conocimiento judicial, no se desvirtúa su naturaleza desestimatoria bajo la citada la 

Regla 12(b)(6) de Procedimiento Civil Federal. Ello es precisamente aquí el caso. Sobre el 

particular, dispuso el Tribunal Supremo de los Estados Unidos: 

[C]ourts must consider the complaint in its entirety, as well as 
other sources courts ordinarily examine when ruling on Rule 
12(b)(6) motions to dismiss, in particular, documents 
incorporated into the complaint by reference, and matters of 
which a court may take judicial notice. 
 
Tellabs, Inc. v. Makor Issues & Rights, Ltd., 551 U.S. 308, 322 
(2007); 168 L.Ed.2d 179 (citing Wright & Miller, Federal Practice 
and Procedure: § 1357 (3d ed. 2004 and Supp. 2007). (Énfasis 
nuestro.) 
 

En igual sentido se ha expresado el Tribunal de Apelaciones de los Estados Unidos para 

el Primer Circuito, al igual que otros Circuitos Federales de Apelaciones, indicando: 

Ordinarily, of course, any consideration of documents not attached 
to the complaint, or not expressly incorporated therein, is 
forbidden, unless the proceeding is properly converted into one for 
summary judgment under Rule 56. See Fed.R.Civ.P. 12(b)(6). 
However, courts have made narrow exceptions for documents 
the authenticity of which are not disputed by the parties; for 
official public records; for documents central to plaintiffs' 
claim; or for documents sufficiently referred to in the 
complaint. See, e.g., Romani v. Shearson Lehman Hutton, 929 
F.2d 875, 879 n. 3 (1st Cir.1991) (considering offering documents 
submitted by defendants with motion to dismiss claim of securities 
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fraud); Fudge v. Penthouse Int'l, Ltd., 840 F.2d 1012, 1014–15 (1st 
Cir.) (considering allegedly libelous article submitted by 
defendants with motion to dismiss), cert. denied, 488 U.S. 821, 
109 S.Ct. 65, 102 L.Ed.2d 42 (1988); Mack v. South Bay Beer 
Distrib., Inc., 798 F.2d 1279, 1282 (9th Cir.1986) (“[O]n a motion 
to dismiss a court may properly look beyond the complaint to 
matters of public record and doing so does not convert a Rule 
12(b)(6) motion to one for summary judgment.”); see also In re 
Wade, 969 F.2d 241, 249 & n. 12 (7th Cir.1992).  

 
Watterson v. Page, 987 F.2d 1, 3-4 (1st Cir. 1993) (Énfasis 
nuestro.) 

 
Finalmente, y de igual forma, el Tribunal de Distrito de los Estados Unidos para el 

Distrito de Puerto Rico reiteró la normativa anterior, expresando: 

To consider a motion to dismiss under Fed.R.Civ.P. 12(b)(6), 
“[t]he court is not limited to the four corners of the complaint”. 
Wright & Miller, Federal Practice and Procedure: Civil 3d § 1357 
(2013). The court may consider the facts alleged in the pleadings, 
documents attached as exhibits or incorporated by reference 
into the pleadings, and matters of which the judge may take 
judicial notice. See Fed.R.Civ.P. 10(c) (documents attached to 
pleadings are part of pleadings); Young v. Lepone, 305 F.3d 1, 
11 (1st Cir.2002) (district court was entitled to consider letters that 
were not attached to complaint when complaint contained 
extensive excerpts from letters and references to them; when 
factual allegations of complaint revolved around document 
whose authenticity is unchallenged, that document effectively 
merges into the pleadings); and Lovelace v. Software Spectrum 
Inc., 78 F.3d 1015, 1017–1018 (5th Cir.1996) (courts must limit 
inquiry to facts stated in complaint and documents either 
attached to or incorporated in complaint; however, courts may 
also consider matters of which they may take judicial notice). 
Also see In re Surita Acosta, 464 B.R. at 91. Moreover, when the 
complaint's factual allegations are expressly linked to and 
admittedly dependent on a document which authenticity is not 
challenged, the document effectively merges into the pleadings 
and the court can review it in deciding a motion to dismiss 
under Fed.R.Civ.P. 12(b)(6). See Martí Navarro v. U . S., 104 
F.Supp.2d 96, 100 fn. 3 (D.P.R.2000), citing Beddall v. State Street 
Bank & Trust Co., 137 F.3d 12, 17 (1st Cir.1998) (“when ... a 
complaint's factual allegations are expressly linked to—and 
admittedly dependent upon—a document (the authenticity of 
which is not challenged), that document effectively merges into 
the pleadings and the trial court can review it in deciding a 
motion to dismiss under Rule 12(b)(6)”); Computer Warehouse, 
83 F.Supp.2d 256, 258 (D.P.R.2000) (“[w]hile in ruling upon a 
motion to dismiss the court must ordinarily ignore matters outside 
the pleadings ... it may consider any documents which are 
referred to in the nonmovant's pleadings and which are central 
to his or her claim”); BPP Retail Properties, LLC v. North 
American Roofing Services, Inc., 2014 WL 1301959 (D.P.R.2014) 
(“the First Circuit ... has recognized an exception permitting 
courts to consider ‘documents the authenticity of which are not 
disputed by the parties,’ Rivera v. Centro Medicode Turabo, 
Inc., 575 F.3d 10, 15 (1st Cir.2009), containing ‘(a) 
‘implications from documents' attached to or fairly 
‘incorporated into the complaint,’ (b) ‘facts' susceptible to 
‘judicial notice ,’ and (c) ‘concessions' in plaintiff's ‘response to 
the motion to dismiss' ’'); Arturet–Vélez v. R.J. Reynolds Tobacco 
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Co., 429 F.3d 10, 13 n. 2 (1st Cir.2005) (the court can consider 
under the scope of Fed.R.Civ.P. 12(b)(6) “implications from 
documents incorporated into the complaint, and concessions in 
the complainant's response to the motion to dismiss”); United 
States v. Wilson, 631 F.2d 118, 119 (9th Cir.1980) (“In particular, 
a court may take judicial notice of its own records in other cases, 
as well as the records of an inferior court in other cases.”) “These 
items may be considered by the [trial] judge without 
converting the motion into one for summary judgment. These 
matters are deemed to be a part of every complaint by 
implication.” Wright & Miller, Federal Practice and Procedure: 
Civil 3d § 1357 (2013). 
 
In re Hotel Airport, Inc., No. 11-06620 ESL, 2014 WL 4661943, at 
*14 (Bankr. D.P.R. Sept. 18, 2014) (Énfasis nuestro.) 

 
En atención a la abundante casuística federal antes citada, que interpreta la Regla 

12(b)(6) de las Reglas de Procedimiento Civil Federal—cuyo texto es igual al de la Regla 

10.2(5) de las de Procedimiento Civil de 2009—estamos aquí acompañando y haciendo formar 

parte del récord, el Anejo 1, Resolución CEE-RS-20-169, de 19 de diciembre de 2020; el 

Anejo 2, Resolución CEE-AC-20-576 de 30 de diciembre de 2020; y, el Anejo 3, Informe de 

Examen OIG-E-21-002, de 30 de diciembre de 2020. Conforme a la casuística federal, dichos 

documentos se fusionan en las alegaciones para que, al resolver la presente Moción en 

Cumplimiento de Orden y Solicitud de Desestimación, se le dé debida consideración, sin que por 

ello se altere su carácter o naturaleza desestimatoria bajo la citada Regla 10.2(5), supra. Ello, 

además, de que son documentos que no están en controversia y completan el tracto procesal que 

esta Curia debe tener ante sí para estar en posición de evaluar debidamente el caso de autos.  

B. La doctrina de cosa juzgada y su vertiente de impedimento colateral. 
 
El Art. 421 del Código de Enjuiciamiento Civil, 32 LPRA sec. 1793, dispone lo 

siguiente: 

El efecto de una sentencia o decreto definitivo en una acción o un 
procedimiento especial ante un tribunal o juez de Puerto Rico o de 
los Estados Unidos con jurisdicción para pronunciar sentencia o 
decreto es como sigue: 
 
(1) En caso de una sentencia o decreto contra una cosa específica, 
o con respecto a la prueba de un testamento o la administración de 
los bienes de un finado, o con referencia a la condición o relación 
personal, política o legal de determinada persona, la sentencia o 
decreto será concluyente en cuanto al título a la cosa, o el 
testamento, administración o condición o relación de la persona. 
 
(2) En los demás casos, el fallo o decreto, en cuanto a la materia 
directamente juzgada, será concluyente entre las partes y sus 
sucesores en interés por título adquirido posteriormente al 
comienzo de la acción o del procedimiento especial, las cuales 
estuvieren litigando por la misma cosa, bajo el mismo título y en el 

SJ2021CV00284 27/01/2021 02:44:27 pm Entrada Núm.  Página 13 de 46SJ2021CV00284 27/01/2021 02:44:27 pm Entrada Núm. 45 Página 13 de 46



14 

mismo carácter, siempre que tuvieren noticia expresa o tácita de 
estarse substanciando la acción o procedimiento. 
 

El tratadista español Manresa define la doctrina de cosa juzgada como "lo ya resuelto por 

fallo firme de un Juez o Tribunal competente, y lleva en sí la firmeza de su irrevocabilidad". J.M. 

Manresa, Comentarios al Código Civil Español, Ed. Reus, T. VIII, Vol. II, 6ta Ed., Madrid, 

España, 1967, pág. 278. En ese sentido, el efecto inexorable de la doctrina de cosa juzgada es 

"que la sentencia dictada en un pleito anterior impide que se litiguen en un pleito posterior entre 

las mismas partes y sobre la misma causa de acción y cosas, las cuestiones ya litigadas y 

adjudicadas y aquellas que pudieron haber sido litigadas y adjudicadas con propiedad en la 

acción anterior". Méndez v. Fundación, 165 DPR 253, 267 (2005), citando a Banco de la 

Vivienda v. Carlo Ortiz, 130 DPR 730 (1992); Pagán Hernández v. UPR, 107 DPR 720, 732-

733 (1978); Mercado Riera v. Mercado Riera, 100 DPR 940, 950 (1972). Así, para que sea 

aplicable esta doctrina a un segundo pleito, se deben cumplir los siguientes requisitos: (1) una 

sentencia final en sus méritos en una acción previa; (2) que las partes en los dos pleitos sean las 

mismas y litiguen en la misma calidad; y, (3) que las causas de acción en ambos casos sean 

iguales. S.L.G. Szendrey–Ramos v. Consejo de Titulares, 184 DPR 133, 155 (2011); Acevedo v. 

Western Digital Caribe, 140 DPR 452, 464 (1996). Estos criterios se explican en Presidential v. 

Transcaribe, 186 DPR 263 (2012), a las págs. 274-276, y citamos:  

Para aplicar la doctrina de cosa juzgada, el requisito de la 
identidad de cosas significa que el segundo pleito se refiere al 
mismo asunto que versó el primer pleito, aunque las cosas 
hayan sufrido disminución o alteración. (26) La cosa es el 
objeto o materia sobre la cual se ejercita la acción. A & P Gen. 
Contractors v. Asoc. Caná, 110 D.P.R. 753 (1981). Un criterio 
certero para determinar si existe identidad del objeto es, si un juez 
está expuesto a contradecir una decisión anterior afirmando un 
derecho nacido o naciente. (27) Quiere decir, que existe identidad 
de objeto cuando un juez al hacer una determinación se expone 
a contradecir el derecho afirmado en una decisión anterior . Se 
tiene que identificar cuál es el bien jurídico cuya protección o 
concesión se solicita del juzgador. Hay que considerar no sólo la 
cosa sobre la cual se suscita la controversia, sino también el 
planteamiento jurídico que se genera en torno a ella. (28) 
 
[4] En cuanto al requisito de identidad de causas, según 
interpretado por Manresa(29) "significa el fundamento capital, el 
origen de las acciones o excepciones planteadas y resueltas, y no 
debe confundirse con los medios de prueba ni con los fundamentos 
legales de las pretensiones deducidas por las partes". (30) Por otro 
lado, Scaevola nos recuerda que la "causa" es el motivo que tuvo 
el demandante para pedir. (31) La identidad de causa existe 
cuando los hechos y los fundamentos de las peticiones son 
idénticos en lo que afecta a la cuestión planteada. A & P Gen. 
Contractors v. Asoc. Caná, supra. Al determinar si existe 
identidad de causas de acción debemos preguntarnos si ambas 
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reclamaciones se basan en la misma transacción o núcleo de 
hechos. (32) 
 
[5] Por último, en cuanto a la identidad de las personas de los 
litigantes y la calidad en que lo fueron, el propio Art. 1204 del 
Código Civil, supra, dispone, en lo pertinente, que, 
 

Se entiende que hay identidad de personas siempre que 
los litigantes del segundo pleito sean causahabientes de 
los que contendieron en el pleito anterior, o estén unido 
a ellos por vínculos de solidaridad o por los que 
establece la indivisibilidad de las prestaciones entre los 
que tienen derecho a exigirlas u obligación de 
satisfacerlas. 

 
Al considerar este tercer requisito, hemos señalado que los efectos 
de la cosa juzgada se extienden a quienes intervienen en el 
proceso, a nombre y en interés propio. (33) En otras palabras, las 
personas jurídicas que son parte en ambos procedimientos, 
cumplidos los requisitos de identidad entre las causas y las cosas, 
serían las mismas que resultarían directamente afectados por la 
excepción de la cosa juzgada. [….] (Énfasis y subrayado nuestro.) 

 
En reiteradas ocasiones, se ha determinado que la aplicación de la doctrina de cosa 

juzgada es provechosa y necesaria para la sana administración de la justicia. Puerto Rico Wire 

Products, Inc. v. C. Crespo & Asociados Inc., 175 D.P.R. 139 (2008). A través de la doctrina de 

cosa juzgada se promueve el interés del Estado en ponerle punto final a los litigios, de manera 

que estos no se eternicen y se otorgue la debida dignidad a las actuaciones de los tribunales. 

Pérez v. Bauzá, 83 DPR 220 (1961). De otra parte, mediante la referida doctrina se protege a los 

ciudadanos de las molestias y vicisitudes que supone litigar dos veces la misma causa de acción 

o aquellas que pudieron haberse litigado en dicha ocasión. Pérez v. Bauzá, supra; Parrilla  v. 

Rodríguez, 163 DPR 263 (2004). Conforme a ello, es pues evidente, que el propósito de la 

doctrina de cosa juzgada es imprimir finalidad a los dictámenes judiciales, de manera que las 

resoluciones contenidas en estos concedan certidumbre y certeza a las partes en el litigio. 

Parrilla  v. Rodríguez, supra. 

Destacamos, además, que la doctrina de cosa juzgada se puede manifestar en tres 

vertientes a saber, la intraagencial, la interagencial y, entre agencias y los tribunales. Pérez Droz 

v. A.S.R., 184 DPR 313, 318-319 (2012). Mun. de San Juan v. Bosque Real, S.E., 158 DPR 743, 

770 (2003); Pagán Hernández v. U.P.R., 107 DPR 720, 733 (1978). 

i. El impedimento colateral como modalidad de la doctrina de cosa juzgada 

Por otra parte, en nuestro acervo jurídico se reconoce la figura del impedimento colateral 

por sentencia como una modalidad de la doctrina de cosa juzgada. Puerto Rico Wire Products, 

Inc. v. C. Crespo & Asociados Inc., supra. El impedimento colateral por sentencia "surte efectos 

SJ2021CV00284 27/01/2021 02:44:27 pm Entrada Núm.  Página 15 de 46SJ2021CV00284 27/01/2021 02:44:27 pm Entrada Núm. 45 Página 15 de 46



16 

cuando un hecho esencial para el pronunciamiento de una sentencia se dilucida y se determina 

mediante sentencia válida y final, [y] tal determinación es concluyente en un segundo pleito 

entre las mismas partes, aunque estén envueltas causas de acción distintas." A & P General 

Contractors, Inc. v. Asociación Caná, Inc., 110 DPR 753, 762 (1981). Es decir, el impedimento 

colateral por sentencia impide que se litigue en un litigio posterior un hecho esencial que fue 

adjudicado mediante sentencia final en un litigio anterior. Puerto Rico Wire Products, Inc. v. C. 

Crespo & Asociados Inc., supra.  No obstante, a diferencia de la cosa juzgada, en el 

impedimento colateral por sentencia no se requiere identidad de causas. Lo importante es que la 

adjudicación previa haya dispuesto definitivamente de elementos esenciales de la segunda 

reclamación. Méndez v. Fundación, 165 D.P.R. 253, 269 (2005). En el requisito de identidad de 

cosas sólo se exige que se refiera al mismo asunto. Acevedo v. Western Digital Caribe, Inc., 140 

DPR 452, 464 (1996). 

En cuanto al requisito de identidad de partes, tanto en la cosa juzgada como en el 

impedimento colateral por sentencia se sigue la regla de mutualidad; esto es, que la parte contra 

la cual se alega la defensa fuera parte original o se encuentra en relación mutua con otra. 

Rodríguez Rodríguez v. Colberg Comas, 131 DPR 212, 220-221 (1992). Pol Sella v. Lugo 

Christian, 107 DPR 540, 550 (1978). A esos efectos, el Tribunal Supremo señaló lo siguiente en 

A. & P. General v. Asoc. Caná, 110 D.P.R. 753, 766 (1981): 

Los vínculos de solidaridad requeridos para que exista la 
identidad de personas son aquellos en los cuales el "que litiga 
en el segundo pleito ejercita la misma acción e invoca iguales 
fundamentos y se apoya en los mismos títulos que en el 
primero" . Sucn. Zayas Berríos v. Berríos, 90 D.P.R. 551 , 565 
(1964) ; González v. Méndez, et al., 15 D.P.R. 701 , 717 (1909). 
La solidaridad que se persigue es aquella capaz de situar en 
posición tal a las partes, como si fueran una sola en relación a 
las prestaciones que puedan estar en litigio, y es el mismo tipo 
de relación que se produce entre el causahabiente y el 
causante. (Énfasis y subrayado nuestro.) 

 
Al igual que la doctrina de cosa juzgada, el propósito de la figura del impedimento 

colateral por sentencia es promover la economía procesal y judicial y amparar a los ciudadanos 

del acoso que necesariamente conlleva litigar en más de una ocasión hechos ya adjudicados. 

Puerto Rico Wire Products, Inc. v. C. Crespo & Asociados Inc., supra. 

El impedimento colateral por sentencia se manifiesta en dos modalidades, la defensiva y 

la ofensiva. A & P General Contractors, Inc. v. Asociación Caná, Inc., supra, pág. 758.  La 

modalidad defensiva le permite al demandado levantar la defensa de impedimento colateral por 
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sentencia, a los fines de impedir la litigación de un asunto levantado y perdido por el demandante 

en un pleito anterior frente a otra parte. Íd. De otro lado, la modalidad ofensiva es articulada por 

el demandante en un litigio posterior para impedir que el demandado relitigue los asuntos ya 

dilucidados y perdidos frente a otra parte. Íd. Como se puede apreciar, el denominador común 

entre ambas modalidades es que la parte afectada por la interposición del impedimento colateral 

ha litigado y ha perdido el asunto en el pleito anterior. Íd.; Puerto Rico Wire Products, Inc. v. C. 

Crespo & Asociados Inc., supra. 

C. El Código Electoral de Puerto Rico de 2020 

El Art. 3.1 del Código Electoral de Puerto Rico de 2020, Ley Núm. 58-2020 (“Código 

Electoral”), crea la CEE, sobre la cual se dispone en lo pertinente: 

(1) Misión 
 
Garantizar que los servicios, procesos y eventos electorales se 
planifiquen, organicen y realicen con pureza, transparencia, 
seguridad, certeza, rapidez, accesibilidad y facilidad para los 
electores de manera costo-eficiente, libre de fraude y coacción; y 
sin inclinación a ningún grupo o sector ni tendencia ideológica o 
partidista.  
 
(2) Composición de la Comisión Estatal de Elecciones 
 
(a) Como organismo colegiado, deliberativo y adjudicativo los 
miembros propietarios de la Comisión, con voz y voto serán un 
Presidente; un mínimo de dos (2) y hasta un máximo de tres (3) 
Comisionados Electorales propietarios en representación de cada 
Partido Estatal Principal con franquicia electoral después de la 
Elección General más reciente y que obtuvieron la mayor cantidad 
de votos íntegros bajo su insignia en la Papeleta  Estatal del total 
de votos válidos emitidos en esa  Papeleta.  
 
(b) Serán miembros exofficio de la Comisión, el Presidente 
Alterno, los Comisionados Alternos designados por cada 
Comisionado Electoral propietario y un Secretario. Estos 
funcionarios tendrán voz, pero sin voto; excepto cuando el 
Presidente delegue su representación a su Alterno y cuando algún 
Comisionado notifique al Presidente que su ausencia estará 
representada por su correspondiente Comisionado Alterno. 

 
Por su parte, el Art. 3.2 del Código Electoral establece las funciones, deberes y facultades 

de la CEE.  A esos efectos dispone, en lo pertinente, que “[l]a Comisión será responsable de 

planificar, organizar, dirigir y supervisar el organismo electoral y los procedimientos de 

naturaleza electoral que, conforme a esta Ley, y a leyes federales aplicables, rijan en cualquier 

Votación a realizarse en Puerto Rico.”   

Por su parte, las decisiones de la CEE se toman conforme dispone el Art. 3.4 del Código 

Electoral, que en lo pertinente, señala: 
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(1) Las decisiones de la Comisión relacionadas con asuntos de 
específica naturaleza electoral se tomarán con la unanimidad de los 
Comisionados Electorales propietarios presentes que la componen 
y se consignarán mediante Certificación de Acuerdo suscrita por el 
Secretario.  
 
(2) El voto del Presidente solo será necesario cuando no haya 
unanimidad entre los Comisionados Electorales, a menos que otra 
cosa se disponga en esta Ley. 
 
(3) Toda moción que se presente ante la Comisión durante una 
reunión por cualquiera de los Comisionados Electorales deberá ser 
considerada de inmediato para discusión y Votación en la próxima 
reunión de la Comisión, sin necesidad de que la misma sea 
secundada. Además, las mociones podrán ser presentadas por 
escrito ante el Secretario y notificadas a los Comisionados 
Electorales y el Presidente, en cuyo caso será considerada para 
discusión y votación, sin necesidad de que las mismas sean 
secundadas, en la próxima reunión de la Comisión.  No podrán ser 
consideradas mociones cuyo término entre la notificación y la 
reunión sea menor de cuarenta y ocho (48) horas.  La falta de 
notificación, según requerida en esta Ley, impedirá que la moción 
sea considerada hasta tanto cumpla con este requisito. 
 
(4) En ausencia de la unanimidad de los Comisionados 
Electorales presentes, el Presidente deberá decidir a favor o en 
contra no más tarde de los diez (10) días a partir de la ausencia de 
unanimidad. En estos casos, la determinación del Presidente se 
considerará como la decisión de la Comisión y podrá solicitarse su 
revisión judicial conforme a lo dispuesto en esta Ley. 

 
Por su parte, la “Junta Administrativa de Voto Ausente y Adelantado” o “JAVAA” se 

creó por virtud del Art. 9.40 del Código Electoral. Se define como el “[o]rganismo electoral de la 

[CEE] con Balance Institucional que se crea con el propósito de administrar el proceso de 

solicitud, Votación y adjudicación de los Votos Ausentes y Votos Adelantados.” Art. 2.3(47), 

Código Electoral.  

El término “balance institucional” se refiere al “[m]ecanismo de fiscalización y 

contrapeso político a implementarse en las Comisiones Locales y sus Organismos Electorales 

locales para la planificación, coordinación, organización y operación de los eventos electorales 

dentro de los ciclos que correspondan a cada uno de estos, según se dispone en esta Ley.” Art. 

2.3(10), Código Electoral. Por su parte, el “voto adelantado” se define como el “[m]étodo 

especial de Votación para garantizar el ejercicio del derecho al voto a los Electores elegibles, 

activos y domiciliados en Puerto Rico, cuando el día determinado para realizar una Votación 

confronten barreras o dificultades para asistir a su Centro de Votación. Esta Ley establece las 

categorías mínimas de los Electores que son elegibles para este tipo de Votación y la Comisión 

puede incluir categorías adicionales. Como mínimo, debe realizarse en Centros de Votación 

adelantada habilitados por la Comisión para los confinados en instituciones penales, los 
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pacientes encamados en sus hogares y hospitales; y los envejecientes que pernoctan en casas de 

alojamiento.” Art. 2.3(110), Código Electoral. Mientras que, el “voto ausente” se define como 

“el método especial para garantizar el ejercicio del derecho al voto a los electores domiciliados 

en Puerto Rico y activos en el Registro General de Electores que el día determinado para realizar 

una Votación anticipan que estarán físicamente fuera de Puerto Rico”. Art. 2.3(111), Código 

Electoral. 

La JAVAA está compuesta “por una persona designada por el Presidente de la [CEE] y 

un representante de cada comisionado electoral. Tanto el Presidente de la [CEE] como los 

comisionados electorales, designarán, además, un representante alterno quien actuará en ausencia 

del representante en propiedad. La JAVAA estará presidida por el Representante del Presidente 

de la [CEE] [….]”.  Sección 2.1, Reglamento de Voto Ausente y Voto Adelantado de Primarias 

2020 y Elecciones Generales y Plebiscito 2020, de 13 de marzo de 2020, revisado el 9 de 

septiembre de 2020 (“Reglamento JAVAA”). Cabe indicar, que el representante de cada 

Comisionado Electoral en la JAVAA es conocido como el Gerente de JAVAA. Cada partido 

tiene un gerente y un alterno.21   

Finalmente, la Sección 2.2 del Reglamento JAVAA establece, en lo pertinente, que: 

[….] 

Los acuerdos de JAVAA deberán ser aprobados por 
unanimidad de los votos de los representantes de los partidos 
políticos que estuvieren presentes al momento de efectuarse la 
votación. Cualquier situación sometida a la consideración de 
estos que no recibiere la unanimidad de votos será decidida en 
pro o en contra, por el representante del Presidente, siendo 
ésta la única ocasión y circunstancia en que dicho 
representante podrá votar. 
 
Su decisión podrá ser apelada o ante la [CEE] por cualquiera 
de los miembros de la JAVAA, quedando el acuerdo o decisión 
así apelada sin efecto hasta tanto se resuelva respecto a esta.  
 
Toda apelación de una decisión del Presidente de la JAVAA 
deberá hacerse en la misma sesión en que se adopte la decisión y 
antes de que se levante dicha sesión. 
 
[….] (Énfasis nuestro.) 

 
Establecido lo anterior, el Art. 10.15 del Código Electoral dispone lo siguiente sobre la 

impugnación de una elección: 

Cualquier Candidato que impugnare la elección de otro, deberá 
presentar ante el Juez en la Sala de la Región Judicial de San Juan 
designada de conformidad con el Capítulo XIII de esta Ley, y 

                                                           
21 Véase, Anejo 1 del escrito presente, Resolución CEE-RS-20-169, a la página 6. 
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dentro de los diez (10) días siguientes a la fecha de notificación de 
la certificación de elección para cada cargo público electivo en el 
escrutinio general, un escrito, exponiendo bajo juramento las 
razones en que fundamenta su impugnación, las que deberán 
ser de tal naturaleza que, de probarse, bastarían para cambiar 
el resultado de la elección. 
 
Una copia fiel y exacta del escrito de impugnación será notificada 
al Candidato impugnado y se le entregará personalmente, dentro de 
los cinco (5) días siguientes a su presentación. 
 
El Candidato cuya elección fuese impugnada, tendrá que presentar 
ante el Tribunal una contestación bajo juramento, dentro de los 
diez (10) días siguientes a la fecha en que recibiere la notificación 
del escrito de impugnación y certificará haber notificado y 
entregado personalmente copia de su contestación al impugnador o 
a su representante legal. Se entenderá que la persona cuya elección 
fue impugnada acepta la impugnación como cierta de no contestar 
en dicho término. 
 
La notificación, escrito y contestación prescritos en esta Ley, 
podrán ser diligenciados por cualquier persona competente para 
testificar y se diligenciarán mediante entrega personal a las 
respectivas partes, a sus representantes electorales, conforme a lo 
establecido en las Reglas de Procedimiento Civil o en la residencia 
u oficina de la persona a quien fueren dirigidas. A los fines de este 
Artículo, el representante electoral de un candidato por un partido 
político será el integrante de la Comisión Local del precinto de su 
domicilio que represente a su partido político. (Énfasis nuestro.) 

 
IV.  Argumentación 

A. Sobre la relitigación de asuntos ya resueltos de manera final y firme mediante 
resoluciones de la CEE, y la litigación de aquellos que, aunque no se litigaron, 
pudieron serlo. 

 
La parte peticionaria impugna la elección del compareciente como alcalde de San Juan, 

según certificada por la CEE el 31 de diciembre de 2020. Lo hace, a pesar que los mismos 

argumentos que levanta y las irregularidades que cuestiona fueron objeto de la solicitud de 

recuento presentada por el Comisionado Electoral de su partido, MVC; todo lo cual fue 

resuelto, además, de forma final y firme, por el Presidente de la CEE en la Resolución CEE-RS-

20-169, de 19 de diciembre de 2020 y en la Resolución CEE-AC-20-576 de 30 de diciembre de 

2020, respectivamente.22 Veremos que dicho proceder no solo es uno antijurídico, sino también 

altamente temerario. 

A los fines de este análisis y para facilitar la comparación, preparamos una tabla que se 

incluye como Anejo 4 de este escrito y se incorpora a este acápite para fácil referencia. Allí se 

detallan los planteamientos sometidos ante la CEE vis à vis las alegaciones de la Impugnación de 

                                                           
22 Véase, Anejos 1 y 2 del escrito presente, Resolución CEE-RS-20-169 y Resolución CEE-AC-20-576 de 30 de 
diciembre de 2020, respectivamente.  
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Elección del peticionario, que fueron resueltas en la Resolución CEE-RS-20-169 (Anejo 1 de 

este escrito) y en la Resolución CEE-AC-20-576 (Anejo 2 de este escrito). 

Como se advertirá, las irregularidades alegadas en la solicitud de recuento ante la CEE,23 

se dividen en tres (3) instancias que, a su vez, se subdividen en varios acápites cada una.24  Éstas 

se detallan en la primera columna de la tabla contenida en el Anejo 4 que se acompaña. 

La primera instancia se refiere a “Errores e irregularidades durante el escrutinio general 

(incluyendo el recuento de la papeleta legislativa)”, la cual, a su vez, incluye “Falta de 

información necesaria para el escrutinio general”; “Actas descuadradas”; y, “Recuento sin 

balance”. 

La segunda instancia discutida en la solicitud de recuento ante la CEE se titula “Errores e 

irregularidades durante el proceso de consolidación de actas”. Ésta se subdivide en: “Falta de 

información necesaria para hacer relación entre votos registrados y papeletas adjudicadas en la 

Unidad 77”; “Falta de información necesaria para hacer la consolidación de actas”; y, 

“Consolidación de actas sin atención a señalamientos sobre papeletas sin doblez”. 

Finalmente, la tercera instancia de la solicitud de recuento ante la CEE es la “Solicitud de 

recuento de maletines de Unidad 77”.    

Ahora bien, en la segunda columna de la tabla contenida en el Anejo 4 que se acompaña, 

se identifican las alegaciones de la Impugnación de Elección de marras, que concuerdan con 

cada una de las instancias discutidas en la solicitud de recuento ante la CEE y sus respectivos 

acápites o subdivisiones.  De igual manera, la tercera columna de dicha tabla incluye las páginas 

de la Resolución CEE-RS-20-169, así como la Resolución CEE-AC-20-576,25 que discuten los 

fundamentos que llevaron a la CEE a denegar todos los planteamientos de la solicitud de 

recuento del Comisionado Electoral del MVC. 

Establecido lo anterior, entendemos muy respetuosamente que, en atención a la doctrina 

de cosa juzgada y/o su vertiente de impedimento colateral, el peticionario está impedido de 

relitigar, no solo los asuntos sometidos en la solicitud de recuento y atendidos por la CEE en su 

Resolución CEE-RS-20-169, así como en su Resolución CEE-AC-20-576, sino, además, todos 

los que se pudieron oportunamente levantar y no lo hicieron.  

Nótese que, entre la solicitud de recuento ante la CEE y la Impugnación de Elección 

existe identidad de cosas. Es decir, existe identidad en cuanto al objeto o materia sobre la cual se 
                                                           
23 Véase, Anejo 8 de la Impugnación de Elección. 
24 Véase, Anejo 4 del escrito presente, primera columna de la tabla de comparación. 
25 Véase, Anejos 1 y 2 del escrito presente. 
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ejercita la acción. Véase, Presidential v. Transcaribe, antes citado.  Esto es, los votos ausentes y 

adelantados de la Unidad 77 que administra la JAVAA. 

Asimismo, entre ambos casos existe identidad de causa. Es decir, ambas reclamaciones se 

basan en la misma transacción o núcleo de hechos. Id. De este modo, tanto en la solicitud de 

recuento como en la Impugnación de Elección de autos, se alega que los maletines no contenían 

lista de electores, actas de incidencia ni actas de escrutinio y que, en consecuencia, el escrutinio 

no se hizo correctamente.26  También, que las actas tenían errores de números que no 

cuadraban27 y que el proceso de recuento se llevó a cabo sin balance político.28  

Por otro lado, en ambos escritos se alega que la ausencia de actas y lista de electores no 

permitió llevar a cabo una reconciliación, consolidación o confirmación entre votos registrados y 

papeletas adjudicadas en la Unidad 77.29 De igual forma se alega, falta de información necesaria 

para hacer la consolidación de actas.30 Además, se cuestiona la consolidación de actas sin 

atención a señalamiento sobre papeletas sin doblez.31 

Así pues, existe igualmente identidad de causa, pues los hechos y los fundamentos de las 

peticiones son esencialmente los mismos, en lo que afecta a la cuestión planteada. Véase, A & P 

Gen. Contractors v. Asoc. Caná, supra.  

Ahora bien, vimos que, aun cuando la doctrina de cosa juzgada requiere que exista 

identidad de causa, en el impedimento colateral por sentencia no se requiere. Lo importante es 

que la adjudicación previa haya dispuesto definitivamente de elementos esenciales de la segunda 

reclamación. Méndez v. Fundación, supra. En ese sentido y, en la alternativa que se entienda que 

no existe identidad de causa entre ambos casos—lo que se niega enfáticamente—ciertamente 

aplicaría la vertiente de impedimento colateral, la cual no requiere tal identidad. Lo importante, 

según vimos, es que la adjudicación previa haya dispuesto definitivamente de elementos 

esenciales de la segunda reclamación. Id. 

Nótese, que los planteamientos traídos a la atención de la CEE—los cuales se levantan 

nuevamente en el caso de autos—fueron ampliamente discutidos y resueltos en contra del 

                                                           
26 Véase, Anejo 4 del escrito presente, primera columna, inciso 1, subinciso a. vis à vis segunda columna, donde se 
identifican al respecto las alegaciones 57-61 de la Impugnación de Elección. 
27 Véase, Anejo 4 del escrito presente, primera columna, inciso 1, subinciso b. vis à vis segunda columna, donde se 
identifica al respecto la alegación 42 de la Impugnación de Elección. 
28 Véase, Anejo 4 del escrito presente, primera columna, inciso 1, subinciso c. vis à vis segunda columna, donde se 
identifican al respecto las alegaciones 34 y 53 de la Impugnación de Elección. 
29 Véase, Anejo 4 del escrito presente, primera columna, inciso 2, subinciso a. vis à vis segunda columna, donde se 
identifica al respecto las alegaciones 44-49, 56 y 59 de la Impugnación de Elección. 
30 Véase, Anejo 4 del escrito presente, primera columna, inciso 2, subinciso b. vis à vis segunda columna, donde se 
identifican al respecto las alegaciones 60 y 61 de la Impugnación de Elección. 
31 Véase, Anejo 4 del escrito presente, primera columna, inciso 2, subinciso c. vis à vis segunda columna, donde se 
identifican al respecto las alegaciones 62 y 63 de la Impugnación de Elección. 
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Comisionado Electoral del MVC, a las páginas 6-15 de la Resolución CEE-RS-20-169,32 así 

como en la Resolución CEE-AC-20-576.33 Allí se dispuso de los elementos esenciales sometidos 

en este caso.  Esto es, de nuevo, que los maletines no contenían lista de electores, actas de 

incidencia ni actas de escrutinio y que, en consecuencia, el escrutinio no se hizo correctamente.34  

Asimismo, que las actas tenían errores de números que no cuadraban35 y que el proceso de 

recuento se llevó a cabo sin balance político.36 Por otro lado, en ambos escritos se alega que la 

ausencia de actas y lista de electores no permitió llevar a cabo una reconciliación, consolidación 

o confirmación entre votos registrados y papeletas adjudicadas en la Unidad 77.37 De igual forma 

se alega, falta de información necesaria para hacer la consolidación de actas38 y consolidación de 

actas sin atención a señalamiento sobre papeletas sin doblez.39   

Finalmente, entre la solicitud de recuento ante la CEE y la Impugnación de Elección 

existe identidad de partes. Adviértase, de entrada, que el “Comisionado Electoral” “es la persona 

designada por el presidente de un partido estatal, legislativo, municipal o alguno de los 

anteriores por petición o partido nacional estatal para que le represente en la Comisión, 

siempre que haya cumplido con todos los requisitos de Certificación y así lo haya determinado la 

Comisión.”  Art. 2.3(28), Código Electoral. (Énfasis y subrayado nuestro.) 

Por su parte, el “Candidato” es “[t]oda persona natural certificada por la Comisión Estatal 

de Elecciones o autorizada por esta Ley y las leyes federales para figurar en la papeleta de una 

Elección General o Elección Especial”. Art. 2.3(11), Código Electoral.  Distinto al “Candidato”, 

el “Candidato Independiente” es “[t]oda persona natural que, sin haber sido nominada 

formalmente por un Partido Político, figure como candidato a un cargo público electivo en la 

papeleta de votación en una Elección General o Elección Especial, conforme a las disposiciones 

de esta Ley.”  (Énfasis nuestro.) 

                                                           
32 Véase, Anejo 4 del escrito presente, tercera columna, donde se identifican las páginas correspondientes para cada 
planteamiento.  
33 Véase, Anejo 4 del escrito presente, tercera columna, donde se identifican las páginas correspondientes para cada 
planteamiento.  
34 Véase, Anejo 4 del escrito presente, primera columna, inciso 1, subinciso a. vis à vis segunda columna, donde se 
identifican al respecto las alegaciones 57-61 de la Impugnación de Elección. 
35 Véase, Anejo 4 del escrito presente, primera columna, inciso 1, subinciso b. vis à vis segunda columna, donde se 
identifica al respecto la alegación 42 de la Impugnación de Elección. 
36 Véase, Anejo 4 del escrito presente, primera columna, inciso 1, subinciso c. vis à vis segunda columna, donde se 
identifican al respecto las alegaciones 34 y 53 de la Impugnación de Elección. 
37 Véase, Anejo 4 del escrito presente, primera columna, inciso 2, subinciso a. vis à vis segunda columna, donde se 
identifica al respecto las alegaciones 44-49, 56 y 59 de la Impugnación de Elección. 
38 Véase, Anejo 4 del escrito presente, primera columna, inciso 2, subinciso b. vis à vis segunda columna, donde se 
identifican al respecto las alegaciones 60 y 61 de la Impugnación de Elección. 
39 Véase, Anejo 4 del escrito presente, primera columna, inciso 2, subinciso c. vis à vis segunda columna, donde se 
identifican al respecto las alegaciones 62 y 63 de la Impugnación de Elección. 
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Es decir, el peticionario es un candidato que fue nominado por su partido—el MVC—

para aspirar a la alcaldía de San Juan. A su vez, el MVC está representado en la CEE por su 

Comisionado Electoral.  En ese sentido, cualquier solicitud de recuento o cuestionamiento que 

éste hace ante dicho organismo, es en representación de su partido y, por consiguiente, de los 

candidatos que éste nominó y que representan a su partido, como lo es el caso del peticionario.  

 Establecido lo anterior, si bien la solicitud de recuento ante la CEE la presentó el 

Comisionado Electoral del MVC y la Impugnación de Elección la presentó el candidato Manuel 

A. Natal Albelo, no cabe duda que aquí aplica la regla de mutualidad. Es decir, que estos se 

encuentran en relación mutua entre sí. Véase, Rodríguez Rodríguez v. Colberg Comas, 131 DPR 

212, 220-221 (1992). Pol Sella v. Lugo Christian, 107 DPR 540, 550 (1978). Ello así, pues el 

aquí peticionario “ejercita la misma acción e invoca iguales fundamentos y se apoya en los 

mismos títulos que en el primer[]” caso que presentó el Comisionado Electoral del MVC ante la 

CEE. Véase, A. & P. General v. Asoc. Caná, antes citado. (“La solidaridad que se persigue es 

aquella capaz de situar en posición tal a las partes, como si fueran una sola en relación a las 

prestaciones que puedan estar en litigio, y es el mismo tipo de relación que se produce entre el 

causahabiente y el causante.”) (Énfasis y subrayado nuestro.)  

Así pues, el Comisionado Electoral y el peticionario se encuentran en la misma posición 

en relación a los asuntos planteados, respectivamente, en la solicitud de recuento ante la CEE y 

en la Impugnación de Elección de autos. El Comisionado Electoral, en representación del MVC, 

solicitó un recuento de la Unidad 77 para los Precintos 1 al 5 de San Juan, lo que incidía 

precisamente en la candidatura del aquí peticionario. Éste, a su vez, presentó la Impugnación de 

Elección de marras utilizando los mismos argumentos y alegaciones que fueron sometidas a la 

consideración de la CEE y, que fueron resueltos en su contra en la Resolución CEE-RS-20-169 y 

en la Resolución CEE-AC-20-576, de manera final y firme.  

En suma, la Resolución CEE-RS-20-169 y la Resolución CEE-AC-20-576 —las cuales 

son hoy día finales y firmes—adjudican el mismo objeto o materia sobre la cual se ejercita la 

acción de autos; los mismos asuntos que se alegan en la Impugnación de Elección de marras o, al 

menos, elementos esenciales sobre estos; y, estando el Comisionado Electoral y el peticionario 

en la misma posición en relación a los asuntos sometidos, respectivamente, en ambos escritos—

lo que plantea la aplicación de la regla de mutualidad y la existencia de identidad de partes—

aplica la doctrina de cosa juzgada y/o su vertiente de impedimento colateral.  Por consiguiente, el 

SJ2021CV00284 27/01/2021 02:44:27 pm Entrada Núm.  Página 24 de 46SJ2021CV00284 27/01/2021 02:44:27 pm Entrada Núm. 45 Página 24 de 46



25 

Tribunal carece de jurisdicción para entender en el caso de autos, cuyas controversias fueron 

adjudicadas ya, de manera final y firme, por la CEE. 

Establecido lo anterior, debemos añadir lo siguiente. Como expusimos anteriormente, el 

efecto inexorable de la doctrina de cosa juzgada es "que la sentencia dictada en un pleito anterior 

impide que se litiguen en un pleito posterior entre las mismas partes y sobre la misma causa de 

acción y cosas, las cuestiones ya litigadas y adjudicadas y aquellas que pudieron haber sido 

litigadas y adjudicadas con propiedad en la acción anterior". Méndez v. Fundación, 165 DPR 

253, 267 (2005), citando a Banco de la Vivienda v. Carlo Ortiz, 130 DPR 730 (1992). 

En la Impugnación de Elección de autos, el peticionario incluye alegaciones que 

aparentan no haber sido levantadas por el Comisionado Electoral del MVC en su solicitud de 

recuento. No obstante, las mismas se refieren a asuntos que ocurrieron antes del 14 de 

diciembre—cuando se solicitó el recuento—por lo que pudieron y tenían que plantearse 

oportunamente en el proceso administrativo ante la CEE y no se hizo.  Estas son los siguientes: 

1. Las discrepancias sobre cómo se trabajaban las solicitudes de JAVAA en JAVAA 

y en la JIP. (Alegaciones 14-17 y 27-29) 

2. Que no se le produjeron las listas de las solicitudes de voto ausente y adelantado. 

(Alegación 38) 

Nótese, sin embargo, que todas las alegaciones antes expuestas inciden en lo mismo: el 

cuestionamiento sobre la forma y manera en que se manejaron las papeletas de voto ausente y 

voto adelantado por la JAVAA, durante el conteo de votos de la Unidad 77.  Entendemos, de 

nuevo, que dichas alegaciones pudieron y tenían que levantarse oportunamente como parte de la 

solicitud de recuento. 

De hecho, el propio peticionario admite en su alegación 38, que “el peticionario, al igual 

que el MVC, llegó a la Noche del Evento sin tan siquiera saber cuál era el universo de posibles 

votantes en JAVAA”. (Énfasis nuestro.) Por lo tanto, reiteramos que los asuntos antes señalados, 

pudieron, debieron y tenían que levantarse oportunamente como parte de la solicitud de recuento 

y no se hizo.  Al no hacerlo, ciertamente fueron renunciados y también constituyen cosa juzgada. 

B.  Sobre la insuficiencia de las alegaciones 

En primer lugar, y según vimos, la impugnación de una elección requiere que el 

candidato que impugna la misma exponga “bajo juramento las razones en que fundamenta su 

impugnación, las que deberán ser de tal naturaleza que, de probarse, bastarían para cambiar el 
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resultado de la elección.” Art. 10.15, Código Electoral. Esto, ciertamente, es cónsono con las 

normas que rigen la suficiencia de las alegaciones de una demanda. Es decir, las alegaciones 

fácticas contenidas en una demanda deben ser suficientes para sostener el derecho a un remedio 

más allá de un nivel de especulación.  ("Factual allegations must be enough to raise a right to 

relief above the speculative level, see 5 C. Wright & A. Miller, Federal Practice and Procedure § 

1216, pp 235-236 (3d ed. 2004) (hereinafter Wright & Miller)." Véase, Bell Atlantic Corp. v. 

Twombly, supra, a la pág. 555. 

Las alegaciones de la Impugnación de Elección son insuficientes. Una lectura de éstas 

evidencia, que el peticionario basa las mismas en inferencias, conclusiones, especulaciones y 

prueba de referencia.40 De hecho, la Impugnación de Elección no se basa en prueba que le conste 

al peticionario de propio y personal conocimiento.  Su juramento indica que “[l]as alegaciones 

que preceden son ciertas según mi mejor creencia e información”.41  Ello por sí solo sería 

suficiente para desestimar la Impugnación de Elección radicada. 

Citamos, a modo persuasivo, lo resuelto por el Tribunal de Apelaciones en Aldarondo & 

López Bras v. Municipio de Arecibo, 2014 TA 2126.  Allí, para sostener el recurso de mandamus 

solicitado, se sometió una declaración jurada que se apoyaba en “información y creencia” de la 

parte demandante. Al denegar dicho remedio extraordinario, el foro apelativo sostuvo que, 

“conceder el remedio que ALB solicita requiere que asumamos hechos inciertos. ALB 

sostiene que ‘por información y creencia’ no se ha incluido en el proyecto de presupuesto el 

dinero para el pago de su Sentencia. En esas circunstancias, ALB no nos ha puesto en posición 

de concluir con certeza que no existe en el Proyecto de Presupuesto una partida destinada al pago 

de sentencias, tal y como requiere la ley.” (Énfasis nuestro.) 

Por otro lado, el peticionario acompaña una serie de anejos a su Impugnación de 

Elección, pero en forma alguna los describe, explica o discute vis à vis sus alegaciones. Ello no 

puede ni debe tomarse livianamente. Con dicho proceder, también obvia e incumple su 

obligación de fundamentar o establecer cómo ello alteraría el resultado de la elección a la 

alcaldía de San Juan. Como corolario de ello, resulta imposible para los peticionados discutir, 

aclarar o refutar cualquier planteamiento relacionado a dichos anejos, ante lo deficiente, 

conclusorio e insuficiente de las alegaciones.  

                                                           
40 Véase, entre otras, las Alegaciones 27-29, 31-32, 46 de la Impugnación de Elección.  
41 Véase, Anejo 1 de la Impugnación de Elección.  
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Cabe recordar, que el Código Electoral le impone el peso de la prueba al peticionario.  Si 

su escrito de Impugnación de Elección no cumple, en principio, con exponer las razones en que 

se fundamenta—las que, de nuevo, deberán ser de tal naturaleza que, de probarse, bastarían para 

cambiar el resultado de la elección—resulta axiomático que sus alegaciones son insuficientes 

para sostener el derecho a un remedio más allá de un nivel de especulación. Véase, Bell Atlantic 

Corp. v. Twombly, supra.     

En segundo lugar, a los fines de tratar de fundamentar su Impugnación de Elección, el 

peticionario incluye en su recurso alegaciones relacionadas con un informe de auditoría que 

emitió la Oficina del Inspector General (“OIG”), el 30 de diciembre de 2020,42 como resultado 

de un referido que le hizo el Presidente de la CEE, sobre el manejo de papeletas, envío y recibo 

de las mismas (en adelante, “Informe OIG”).43  Dicho informe de auditoría, lejos de fundamentar 

su demanda, la desacredita.   

Nótese, que según surge del acápite “Objetivos”, del Informe OIG:44  

El examen estuvo dirigido a: 
 
1. Verificar los procesos administrativos para el inventario de 
papeletas, envío y recibo de las mismas para las elecciones 
generales 2020. 
2. Evaluar los controles internos de la JAVAA. 
3. Determinar el cumplimiento con la Ley 58-2020, 
reglamentos y manuales de procedimientos aplicables, y evaluar si 
tomaron las medidas de control interno correspondientes. 

 
Por otro lado, los hallazgos identificados y discutidos, así como sus respectivos efectos45 

fueron los siguientes: 

1. Ausencia de reglamentación en la División de Servicios 
Generales – La ausencia de reglamentación en la División de 
Servicios Generales, impide que la función administrativa se 
realice de manera uniforme, justificada y oportuna, 
representando a su vez una falta de controles internos, para 
garantizar el adecuado transporte de maletines, entre otras 
tareas. 

2. Diferencia entre la cantidad de papeletas detalladas en las 
órdenes de compra y los conduces – Un exceso de papeletas 
recibidas, puede propiciar una discrepancia entre lo obligado, 
lo facturado y el pago a realizarse. 

3. Diferencias entre el inventario de papeletas recibidas en 
Operaciones Electorales y JAVAA según certificaciones, 
contra lo recibido por el receptor oficial en los conduces 

                                                           
42 Véase, alegaciones 18-26 de la Impugnación de Elección.  
43 Véase, Anejo 3 que se acompaña, a la pág. 1, Informe de Examen OIG-E-21-002, de 30 de diciembre de 2020, 
citado en las alegaciones 18 y siguientes de la Impugnación de Elección.  Refiérase a la discusión contenida en el 
acápite III(A), supra, de la presente Moción en Cumplimiento de Orden, donde se discute fundamentadamente por 
qué la inclusión de documentos a la presente—los cuales fueron incorporados por referencia al aludirse a ellos en las 
alegaciones de la demanda—no desvirtúa su carácter bajo la Regla 10.2 de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA 
Ap. V.  
44 Id., págs. 5-6.  
45 Id., págs. 6-26.  
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(packing lists) – La falta de un sistema electrónico preciso en 
sustitución o complemento del recibo manual de papeletas en 
JAVAA, trastoca la certeza del inventario físico. Mediante la 
adquisición e implementación de un programa de inventario 
mecanizado, existiría claridad y exactitud en la cantidad 
recibida de papeletas, distribución y sobrantes. 

4. Diferencias entre los balances de inventario de papeletas 
sobrantes en JAVAA – La falta de un sistema preciso en 
sustitución o en complemento del recibo manual de papeletas 
de JAVAA, trastoca la certeza del inventario físico. 

5. Las certificaciones de inventario de papeletas sobrantes, 
emitidas por gerentes de la JAVAA y funcionarios de 
Operaciones Electorales no concuerdan con los balances 
determinados por los auditores de la OIG durante la inspección 
ocular – El no mantener un control de inventario de papeletas 
sobrantes creó discrepancias sobre el monto de papeletas en 
circulación en un determinado momento. 

6. Ausencia de procedimientos escritos de los procesos de la 
JAVAA - La ausencia de procedimientos específicos y 
detallados por escrito impide que el personal asignado conozca 
cómo y cuándo se realizan las funciones, y quién es 
responsable de llevar a cabo las tareas que requieren los 
procesos de voto ausente y voto adelantado. 

7. Diferencias de controles internos – La ausencia de registros y 
controles internos de los procesos aumenta el riesgo de que se 
cometan errores e irregularidades sin que puedan ser detectadas 
para asignar responsabilidades. 

8. Falta de capacitación y adiestramientos sobre el voto ausente y 
voto adelantado – La ausencia de adiestramientos podría 
ocasionar desconocimiento, falta de entendimiento y errores en 
las tareas que realiza el personal. Esta situación puede reducir 
la efectividad y el desempeño del personal afectándose así las 
operaciones. 

 
Ahora bien, la conclusión del Informe OIG resulta sumamente ilustrativa.  Allí se indica 

lo siguiente:46 

La evaluación realizada por la OIG, a los documentos y la 
información recopilada durante el examen, revelaron deficiencias 
en los controles internos y hallazgos para los que se emiten 
recomendaciones a los efectos de que sean corregidos. No 
obstante, excepto por lo hallazgos que se presentan en este 
informe, el manejo de inventario de papeletas para las 
elecciones generales 2020, se realizó conforme con las leyes, 
reglamentos, normas y procedimientos aplicables. El examen 
realizado por la OIG, no tuvo alcance en el proceso de 
embalaje de maletines, conteo o adjudicación de votos, ni 
escrutinio general.  (Énfasis y subrayado nuestro.) 

 
 El peticionario pretende temerariamente que el Tribunal concluya que los hallazgos del 

Informe OIG sostienen sus alegaciones de supuestas irregularidades en el conteo de votos 

adelantados en San Juan.  Adviértase, sin embargo, que el Informe OIG no evalúa el aspecto 

electoral del proceso; es decir, no analiza la mecánica de cómo se contabilizaron las papeletas. 

Su análisis se limita a una evaluación administrativa en dos (2) áreas: inventario de papeletas 

                                                           
46 Id., pág. 29.  
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adquiridas para los comicios electorales 2020 y evaluación de los controles internos de la 

JAVAA.47 Más aún, dicho informe no particulariza las unidades de voto adelantado o voto 

ausente.  En ese sentido, no hace referencia alguna a la Unidad 77, objeto de la presente 

impugnación.  Como cuestión de realidad, el Informe OIG reconoce y desacredita su postura al 

señalar que “el manejo de inventario de papeletas para las elecciones generales 2020, se realizó 

conforme con las leyes, reglamentos, normas y procedimientos aplicables”.  

En tercer lugar, el peticionario incluye como parte de su Impugnación de Elección, una 

serie de conclusiones de derecho relacionadas con cambios en el Código Electoral que, según 

alega, son relevantes a su reclamo.48 Nótese, que aun cuando dichos planteamientos pudieron, 

debieron y tenían que ser sometidos ante la CEE y tampoco se hizo, lo allí planteado constituye, 

como indicamos, meras conclusiones de derecho; no alegaciones fácticas. 

Más aun, el peticionario expone una serie de inferencias y especulaciones sobre el 

supuesto efecto que tuvo la aprobación del Código Electoral.  Sin embargo, aquí no se está 

impugnando el Código Electoral.  En ese sentido cabe recordar, que las leyes se presumen 

válidas hasta tanto un Tribunal resuelva lo contrario, en un procedimiento adecuado para ello. 

Cerame-Vivas v. Secretario de Salud, 99 DPR 45 (1970); Esso Oil v. A.P.P.R., 95 DPR 722 

(1968).  Ello no ha ocurrido aquí.     

Así pues, pretender impugnar una elección válida a la alcaldía de San Juan con meras 

inferencias, especulaciones, prueba de referencia inadmisible y conclusiones de derecho, 

demuestra que el peticionario no cumplió con su obligación estatutaria de establecer alegaciones 

suficientes que, de probarse, bastarían para cambiar el resultado de la elección.  Véase, Art. 

10.15, Código Electoral.  Ello evidencia, además, su patente temeridad.   

i. Las alegaciones del peticionario en su Impugnación de Elección tampoco se 
sostienen en los méritos.  Las mismas son frívolas y temerarias. 

A los fines de este acápite, veremos que las alegaciones de la Impugnación de Elección 

tampoco establecen en los méritos una causa de acción que justifique la concesión del remedio 

solicitado. Todas fueron objeto de análisis por parte de la CEE, lo que adoptamos aquí por 

tratarse del organismo con expertise para su evaluación. Veamos. 

 

 

                                                           
47 Id., pág. 1.  
48 Véase, Alegaciones 65-71 de la Impugnación de Elección.  
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a. Sobre el manejo y procesamiento de los sobres de voto adelantado- mezcla de 
papeletas, falta de mecanismos de identificación, cuadre de papeletas, 
ausencia de listas de electores. 

 
El peticionario cuestiona el manejo y procesamiento de los sobres de voto adelantado, sin 

validar o corroborar la información del elector lo que, según alega, desembocó en la eventual 

“contaminación” de la Unidad 77 con un número significativo de papeletas ilegales.49  La CEE 

evaluó y dio debida consideración a dicho argumento descarnado, en la Resolución RS- CEE-20-

169 con fecha del 19 de diciembre de 2020.50  La misma no fue objeto de revisión judicial, según 

vimos ya.  A las páginas 6-10 de su Resolución, la CEE dispuso: 

Es importante señalar que, los votos emitidos presencialmente por 
los electores en los diferentes precintos en los colegios regulares y 
adelantados se encuentran dentro del maletín del colegio electoral, 
manteniendo su integridad como colegio, así como, su lista de 
votación de electores correspondiente a dicho colegio electoral 
particular. No obstante, los votos emitidos a través de las 
modalidades de voto adelantado de confinados, adelantado en 
CEE, adelantado en el domicilio del votante, adelantado por 
correo, voto ausente y voto de viajero, no mantienen su integridad 
como colegio durante todo el proceso por las características 
particulares en el procesamiento para escrutarlas. 
 
De entrada, las papeletas correspondientes al voto adelantado de 
confinados, adelantado en CEE, adelantado en el domicilio del 
votante, adelantado por correo, voto ausente y voto de viajero son 
depositadas en sobres por el propio elector en lugares, fechas y 
tiempos distintos. Ante este hecho, no se puede garantizar que las 
cuatro (4) papeletas hayan sido depositadas por el elector en cada 
sobre como se esperaría, para ser remitidas a JAVAA. 
 
Por otro lado, el sobre blanco utilizado para depositar las papeletas 
no identifica al elector. El sobre solo se identifica con el número de 
precinto electoral al que pertenece el elector. Esta característica 
lleva a que dicho sobre se denomine en la jerga de la CEE como 
"sobre ciego". La razón para esto es, claramente, salvaguardar las 
garantías constitucionales de un sufragio universal igual, directo y 
secreto, y así proteger al ciudadano contra toda coacción en el 
ejercicio de la prerrogativa electoral. Art. II, Sec. 2, Const. PR, I 
LPRA, Torno 1. 
 
De otro lado, las papeletas de las modalidades de voto adelantado 
de confinados, adelantado en CEE y voto adelantado en el 
domicilio, pasan por el proceso de verificación y firma, donde los 
electores que votaron según lista sean igual a la cantidad de sobres 
de papeletas. Este proceso de cuadre se realiza en cada junta de 
colegio designada, el mismo día de la votación por los funcionarios 
de colegio. Estas juntas de colegio se constituyen en balance 
electoral donde hay representación de todos los partidos políticos. 
Esta verificación y cuadre se hace constar en las actas que se 
producen a esos efectos, y las cuales se distribuye copia a todos los 
funcionarios de colegio una vez son completadas y certificadas por 
estos. 
 

                                                           
49 Véase, Alegaciones 33-40 de la Impugnación de Elección.  
50 Véase, Anejo 1 que se acompaña. 
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Las papeletas provenientes de las modalidades adelantado correo, 
voto ausente y voto de viajero, no requieren una firma del elector 
en una lista de votación; por lo que dicha lista firmada no existe. 
La razón de este particular es por la propia naturaleza de dichas 
modalidades, las cuales no son presenciales. Por ende, en estas 
últimas tres (3) modalidades, lo que se genera es un registro 
electrónico de los sobres con papeletas recibidos en la JAVAA. 
 
Los maletines de colegios con los sobres provenientes de las 
modalidades de voto adelantado de confinados y adelantado en el 
domicilio fueron acopiados en rutas prestablecidas y entregados a 
la JAVAA, para propósitos de escrutinio. Los sobres con papeletas 
correspondientes a ambas modalidades de voto fueron 
almacenados en bóvedas en la JAVAA y luego segregados por 
precinto, junto a los sobres de las modalidades de voto adelantado 
CEE, voto adelantado correo, voto ausente y voto de viajero. Esta 
segregación por precinto de sobres con papeletas desasocia la 
procedencia de cada sobre, y por ende la lista de votación en la 
cual el elector firmó. La mezcla de los sobres de todas las 
modalidades tuvo la consecuencia de crear una sola agrupación por 
precinto al momento de contar las papeletas. 
 
Este procedimiento de agrupación de los sobres con papeletas por 
precinto y mezcla de estos indistintamente de la modalidad de voto 
adelantado y ausente, responde a dos razones. La primera, llevar a 
cabo un escrutinio de voto, que refleje los resultados de los 
candidatos electos por cada precinto. El segundo principio va 
dirigido a salvaguardar la garantía constitucional del voto secreto, 
debido a que esto evita el que se conozca el comportamiento 
electoral de un grupo en específico, conforme dispuesto en la 
Sección 8.1 del Reglamento. Esta sección ordena a la JAVAA a 
contabilizar conjuntamente las modalidades de voto adelantado en 
el domicilio y adelantado correo. 
 
Cabe destacar que la disposición a la que hacemos referencia no 
menciona cómo se contabilizaran las papeletas de voto adelantado 
de confinados, adelantado en CEE, voto ausente y voto de viajero; 
por lo cual, se dejó a la discreción de la JAVAA la determinación 
sobre cómo se contabilizarían dichas modalidades. La JAVAA 
determinó, de forma unánime presumiblemente, que estas últimas 
modalidades también fueran contabilizadas en conjunto con el 
resto de las papeletas, creando una agrupación de papeletas mucho 
mayor por precinto. 
 
Una vez mezclados los sobres de todas las modalidades de voto 
adelantado y separados por precinto, comenzó la adjudicación en la 
JAVAA de los votos en las máquinas de escrutinio electrónico. Ese 
proceso comenzó el 26 de octubre de 2020, luego de la 
autorización de la Comisión emitida mediante el Acuerdo de 
Comisión CEE- AC-20-308, 02 de octubre de 2020, y conforme 
surge del inciso 1, de la parte VI, del Manual de Procedimientos 
para el Voto Adelantado por Correo para Elecciones Generales y 
Plebiscito 2020, aprobado de forma unánime el 20 de octubre de 
2020. Para ello se habilitaron 110 estaciones (1 por cada precinto 
electoral). 
 
Las máquinas de escrutinio electrónico fueron alimentadas con las 
papeletas boca abajo, por acuerdo unánime de los Comisionados 
Electorales, con el fin de evitar que los funcionarios puntearan los 
votos y procedieran a divulgarlos. La Oficina de Sistema de 
información y Procesamiento Electrónico (OSIPE) habilitó la 
unidad especial 77, para cada precinto. Dicha unidad está 
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compuesta de tres colegios, denominados colegio 01, 02 y 03. Los 
colegios 01 y 02 de cada unidad 77 fueron configurados para la 
entrada electrónica de datos y para el uso de la máquina de 
escrutinio electrónico. El colegio 03 de cada unidad 77 fue creado 
para la entrada manual de datos de las actas de escrutinio de conteo 
manual usadas para contar las papeletas que la máquina de 
escrutinio rechazó o devolvió. 
 
Durante el procesamiento de las papeletas en las máquinas de 
escrutinio electrónico, las papeletas devueltas o rechazadas por las 
máquinas eran separadas y asignadas a una mesa especial para ser 
escrutadas manualmente y cargadas al colegio 03 de la unidad 77. 
El procesamiento antes descrito constituyó una segunda 
segregación de las papeletas en tres colegios en cada precinto. Esta 
segregación es adicional a la segregación inicial que mencionamos 
anteriormente. Las papeletas provenientes de las modalidades de 
voto adelantado de confinados, adelantado en CEE y adelantado en 
el domicilio perdieron la relación con la lista de votación del 
colegio del cual provienen ab initio por la forma en que se hizo el 
procesamiento de dichas votaciones desde que llegan al control de 
la JAVAA. 
 
En síntesis, todo lo dispuesto anteriormente se redujo a que para 
poder administrar las modalidades de voto adelantado, se 
constituyeron cuarenta y tres (43) colegios para el voto de 
confinados, cuatro mil seiscientos ochenta y ocho (4,688) rutas 
para el voto en el domicilio y un solo (1) colegio para el voto 
adelantado en CEE. Cabe destacar que cada colegio y ruta tenía 
asignado una lista de votación en la cual el elector consigna su 
firma antes de votar. Este total de colegios y rutas sumaron la 
cantidad de 4,732. Las papeletas provenientes de estos colegios 
fueron mezcladas y segregadas en 110 precintos, y distribuidas, 
finalmente, en 330 colegios de la unidad 77, como explicamos en 
los párrafos anteriores. 
 
Las modalidades de voto adelantado correo, voto ausente y voto de 
viajero no poseen lista de votación. Sin embargo, las papeletas 
provenientes de estas modalidades fueron mezcladas, con las 
papeletas provenientes de las modalidades de voto adelantado de 
confinados, adelantado en CEE y adelantado en el domicilio; y 
recibieron el mismo trato. Todo este procesamiento fue 
administrado por la JAVAA. 
 
Como vemos, la integridad de los colegios de las modalidades de 
voto en cuestión se modifica con el propósito de llevar a cabo el 
escrutinio centralizado y administrado por la JAVAA. La 
naturaleza de este procedimiento hace imposible mantener una 
relación de listas de votación con la cantidad de papeletas para 
cada colegio; de forma que coincidan con la lista de origen de 
dicho voto. Por lo cual, no es posible tratar a los colegios 
especiales de la JAVAA como si fueran colegios regulares o de 
voto adelantado presencial en el precinto, donde sí se mantiene su 
integridad durante todo el proceso, coma pretende el Comisionado 
Electoral de PMVC. 
 
Debe añadirse que, todo lo anterior fue ejecutado de forma 
transparente a la vista, ciencia y paciencia de todos los 
Comisionados Electorales, sus alternos, sus respectivos gerentes y 
los alternos de los gerentes, sin que ninguno de estos presentara 
objeción ni reparo alguno. Todas las decisiones y modificaciones a 
los procedimientos fueron tomadas de forma transparente y 
unánime, teniendo coma norte la ejecución más eficiente del 
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evento ante el reto que presentó el alto volumen no esperado del 
voto adelantado en todas sus modalidades. Desde el 26 de octubre 
de 2020, la Comisión trasladó su lugar de reuniones del Salón 
Protocolar del Edificio Administrativo al Coliseo Roberto 
Clemente. Esto con el fin de permitir a los Comisionados 
Electorales una supervisión directa de los procesos de JAVAA 
mientras se administraba el evento del voto adelantado en todas sus 
modalidades. 
 
El detalle antes discutido, del proceso que se llevó a cabo en 
JAVAA; es la razón por la cual no se encuentran las listas dentro 
de los maletines de colegio de la unidad 77. Ante la falta de 
relación de las papeletas de cada colegio y listas de votación 
posterior a la segregación de las papeletas, no se puede indicar la 
categoría o modalidad de votes incluidos y correlacionarlos con 
una lista en particular, tal y como solicita el Comisionado Electoral 
del PMVC. (Énfasis y subrayado en el original.) (Itálico nuestro.) 
 

Evidentemente, la CEE analizó y aclaró de manera fundamentada todo lo relativo al 

manejo y procesamiento de los sobres de voto adelantado, el porqué de la mezcla de papeletas y 

el trámite en torno a la identificación y cuadre de papeletas, así como los cuestionamientos 

relacionados a las listas de electores. En resumen, “los votos emitidos a través de las 

modalidades de voto adelantado de confinados, adelantado en CEE, adelantado en el domicilio 

del votante, adelantado por correo, voto ausente y voto de viajero, no mantienen su integridad 

como colegio durante todo el proceso por las características particulares en el procesamiento 

para escrutarlas.” Resolución RS- CEE-20-169, pág. 6. 

b. Sobre la falta de disponibilidad de actas, descuadre de actas, imposibilidad 
de reconciliación de las actas.  

 
Estos planteamientos se discuten en las Alegaciones 42-61 de la Impugnación de 

Elección.  Sin embargo, la CEE razonó al respecto, a las páginas 10-15 de la antes aludida 

Resolución RS- CEE-20-169 (la cual no fue objeto de revisión judicial), como sigue: 

De otro lado el Código Electoral establece en su Artículo 10.7 que, 
"[i]nmediatamente después que la Comisión reciba todas las 
papeletas y materiales de una votación, procederá a realizar un 
Escrutinio General." Sobre la forma de llevar a cabo el Escrutinio 
General, los incisos (2) y (3) del precitado artículo disponen: 
 

2) El Escrutinio General se realizará utilizando solamente 
las Actas de Escrutinio de cada Colegio de Votación. La 
Comisión corregirá todo error aritmético que encontrare en 
un Acta de Escrutinio y la contabilizará en su forma 
corregida. 
 
(3) Si la Comisión no pudiera corregir los errores 
encontrados en un Acta de Escrutinio emitida por el 
sistema de votación electrónica o la máquina de escrutinio 
electrónico, o si hubiere una discrepancia  entre la cantidad 
de votantes reflejada en la lista de votación, sea impresa o 
electrónica, y las papeletas escrutadas en el colegio de 
votación o en JAVAA por uno de los sistemas electrónicos, 
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se deberá, por vía de excepción, recontar todas las 
papeletas del colegio de votación cuya acta refleje 
discrepancia. 
 
(4) Durante el Escrutinio General solo se intervendrá con 
las papeletas protestadas, recusadas, no adjudicadas, los 
votos añadidos a mano y los votos ausentes y adelantados 
recibidos por correo. Estas papeletas serán evaluadas por la 
Comisión para su adjudicación o anulación. Una vez 
comenzado, el Escrutinio General continuará 
ininterrumpidamente hasta su terminación, excepto por los 
días de descanso que autorice la Comisión. 

 
A esos efectos, la OSIPE provee el acta de ajuste de escrutinio, la 
cual contiene los resultados reportados para cada tipo de papeleta y 
para cada colegio electoral. Esta acta es comparada con el acta de 
escrutinio impresa por los funcionarios durante el escrutinio 
general. En el caso de la JAVAA, esta revisión ocurre en los 
colegios 01 y 02 de la unidad 77, debido a que estos fueron 
transmitidos por máquina de escrutinio electrónico como parte de 
su proceso durante el escrutinio. Sin embargo, esto no aplica al 
colegio 03 ya que, como se ha explicado detalladamente, las actas 
provienen de un conteo manual. Por consiguiente, el trámite 
realizado por los funcionarios de la JAVAA en los colegios 01 y 
02 para los casos de las papeletas que no están en recuento 
(entiéndase la papeleta estatal, municipal y plebiscito) fue validar 
que los resultados en el acta de escrutinio impresa por la máquina 
coincidieran con los resultados del acta de ajuste de escrutinio 
impresa por la OSIPE. En todos los casos, la JAVAA certificó el 
acta de ajuste de OSIPE, por lo que dio como bueno los resultados 
transmitidos la noche del evento. 
 
Es menester señalar que, tanto el inciso 7 de la parte VI. del 
Manual de Procedimientos para el Voto Adelantado por 
Correo para Elecciones Generales y Plebiscito 2020, aprobado 
de forma unánime el 20 de octubre de 2020, como el décimo 
punto de apartado de la parte VI. del Manual de 
Procedimientos para el Voto Ausente Elecciones Generales y 
Plebiscito 2020, aprobado de forma unánime el 18 de septiembre 
de 2020, instruyen a los Gerentes de la JAVAA de cada partido 
a entregar copia de los resultados al Comisionado 
correspondiente y al representante del Presidente al terminar 
el escrutinio, entiéndase las actas de las máquinas. Dicha 
entrega debió ocurrir una vez se terminaron de pasar las 
papeletas por las máquinas de escrutinio electrónico en los 
colegios 01 y 02 de la unidad 77 de los precintos. En el caso del 
colegio 03, por ser actas manuales, una vez terminada la 
adjudicación de las papeletas de forma manual. 
 
En todos los precintos que han sido procesados durante el 
Escrutinio General en la JAVAA, las juntas de balance de las 
mesas han dado como correcto los resultados del acta de ajuste 
de escrutinio de OSIPE, sin que el Comisionado Electoral de 
PMVC nos haya identificado alguna Acta protestada por 
alguno de sus funcionarios de mesa. Si alguno de sus 
funcionarios no solicitó las actas oportunamente a su Gerente o 
durante el recuento de la papeleta legislativa; cualquier daño a 
sus prerrogativas fue autoinfligido. 
 
La afirmación del Comisionado del PMVC sabre la falta de 
disponibilidad de las diferentes actas de escrutinio generadas 
por JAVAA de los colegios 01 y 02 de la unidad 77 de los 
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precintos 1 al 5 de San Juan resulta ser una a destiempo. 
Además, la generalización del Comisionado Electoral del PMVC 
diluye su argumento. No puede pretender el Comisionado Electoral 
del PMVC que luego de terminados de procesar en el Escrutinio 
General más de la mitad de los Precintos electorales en JAVAA, 
transcurrido 1 mes desde que se comenzó el escrutinio, y contando 
con 9 días laborables para cerrar el proceso previo al mandato 
constitucional para la juramentación de varios cargos públicos, se 
comience un recuento general de cerca de más de medio millón de 
papeletas. 
 
El Artículo 10.7(3) Código Electoral, supra, establece claramente 
dos (2) condiciones por la cual se puede recontar todas las 
papeletas del colegio en cuestión, no de una unidad particular. La 
primera, si no pudiera corregir los errores aritméticos encontrados 
en un Acta de Escrutinio emitida por el sistema de votación 
electrónica o la máquina de escrutinio electrónico; y la segunda, si 
hubiere una discrepancia entre la cantidad de votantes reflejada en 
la lista de  votación, sea impresa o electrónica, y las papeletas 
escrutadas en el colegio de votación o en JAVAA por uno de los 
sistemas electrónicos. 
 
Claramente, no existe una correlación entre las listas de 
votación firmadas por los electores que se les tomó el voto en su 
domicilio o los confinados o los sistemas electrónicos de 
JAVAA y los colegios de la JAVAA. Ello por haberse mezclado 
las categorías de voto adelantado y posteriormente haberse 
segregado indistintamente en un colegio 03 aquellas papeletas 
que fueron devueltas o rechazadas por la máquina. Por lo 
tanto, no es de aplicación el recuento por esta condición. 
  
Por otro lado, el Comisionado Electoral del PMVC no identifica en 
su escrito un error en un Acta de Escrutinio de un colegio 
particular, emitida por el sistema de votación electrónica, que no 
haya podido corregirse; de forma tal que, le sea de aplicación la 
primera condición que da paso al recuento bajo el inciso 3 del 
precitado artículo 10.7 del Código Electoral. 
 
Como cuestión de hecho, las papeletas municipales de los colegios 
01, 02 y 03 de la unidad 77 del Precinto Electoral 1 fueron 
recontadas en su totalidad. Dicho recuento se realizó por decisión 
unánime de las gerentes de JAVAA por existir errores aritméticos 
que no se podían corregir en las actas de escrutinio manual del 
colegio 3. El 12 de diciembre de 2020, culminó el escrutinio y 
recuento de la Unidad 77 en los 5 precintos de San Juan, con el 
recuento de la papeleta legislativa y municipal de los tres colegios 
del Precinto Electoral 1. Tanto en el escrutinio como en los 
recuentos, todos los partidos contaban con representación de los 
gerentes en JAVAA y de los funcionarios en balance presentes en 
las mesas de escrutinio al momento de comenzar los trabajos cada 
día y hasta el cierre de operaciones de dicho día. 
 
Por lo tanto, la solicitud del señor Comisionado Electoral del 
PMVC en el precinto 01 de San Juan nos llevaría a realizar un 
recuento de los colegios donde ya se realizó un escrutinio como 
parte del evento, un escrutinio general y un recuento en dos de 
sus papeletas, para terminar, contando por tercera ocasión las 
mismas papeletas. Esto sin tomar en cuenta si las papeletas fueron 
contadas más de una vez previo al 6 de noviembre de 2020, como 
ocurrió con el precinto 02. Ante este marco no vemos base legal 
alguna que sustente dicha petición. 
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Por otro lado, el Artículo 10.8 del Código Electoral, supra, dispone 
como sigue: 
 

"Cuando el resultado parcial o preliminar de una elección 
arroje una diferencia entre dos candidatos a un mismo 
cargo público electivo de cien (100) votos o menos, o del 
punto cinco por ciento (.5%) o menos del total de votes 
adjudicados para ese cargo, la Comisión realizará un 
Recuento de los votos emitidos en los colegios de votación 
que conformen la demarcación geoelectoral de la 
candidatura afectada por este resultado estrecho. 
 
(1) En el caso de los cargos a senadores y representantes 
por acumulación, procederá un Recuento de los colegios de 
votación que se señalen, cuando la diferencia entre el 
undécimo (11mo) y duodécimo (12mo) candidato sea de 
cien (100) votos o menos, o del punto cinco por ciento 
(.5%) o menos de los votos totales adjudicados para el 
cargo correspondiente. 
(2) …. 
(3) El Recuento que aquí se autoriza tendrá el efecto de una 
acción de impugnación y no se certificará al ganador hasta 
efectuado el Recuento de los colegios de votación. 
(4) ... "  

 
En lo pertinente a lo planteado por el señor Comisionado Electoral 
del PMVC sobre los 5 precintos de San Juan, solamente precede el 
recuento por disposición de ley para la papeleta legislativa que se 
reporta en el acta 2 de cada colegio. Esta papeleta contiene la 
candidatura de senadores por acumulación, cuyas posiciones 11 y 
12 se encuentran en el margen que establece el inciso (1) del 
precitado artículo 10.8 del Código Electoral. Cabe mencionar que 
este recuento fue realizado en todos los colegios de la unidad 77 de 
los 5 precintos de San Juan. 
 
Sobre el Colegio 3 de la Unidad 77 del Precinto Electoral 3, 
mencionado en el escrito del señor Comisionado Electoral de 
PMVC, pese a que hay alegaciones específicas, no acompañó 
ninguna Acta de lncidencia que dispusiera de algún 
desacuerdo en mesa de escrutinio o entre los gerentes de 
JAVAA. El señor Comisionado Electoral de PMVC expresa en su 
escrito que: 
 

"[H]ay un maletín correspondiente a un Acta de la noche 
del evento, en la que se adjudicaron trece (13) papeletas 
legislativas y que pese a que esa Acta fue adjudicada en 
una mesa con funcionarios del PPD, el PIP y el MVC, sus 
resultados no fueron incluidos en los reportados en la CEE 
para la noche del evento en el Precinto 3 (uno de los pocos 
que sí reportó resultados para el Colegio 3 de la Unidad 
77). Para sorpresa nuestra, dicho maletín no apareció 
durante el escrutinio y recuento legislativo de ese precinto. 
La noche del evento se levantaron cinco (5) actas 
adjudicando papeletas legislativas en ese precinto, una con 
744 papeletas, otra con 51 papeletas, una con 15 papeletas, 
otra con 1 papeleta y una final con 13 papeletas, de la que 
tenemos copia en nuestra posesión. Sin embargo, durante el 
escrutinio, solo aparecieron los maletines correspondientes 
a las primeras cuatro actas. 
 
De hecho, las diferencias en papeletas legislativas 
reportadas durante el escrutinio para el precinto 3 sugiere 
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que aún faltan papeletas por contar. Según la consolidación 
de actas reportadas ya en la página de la CEE, se 
adjudicaron 3,128 papeletas legislativas. De esas, 18 
papeletas corresponden a UOCAVA, por lo que no se 
habían adjudicados [sic] para la noche del evento. Eso 
significa que, en comparación con la noche del evento, en 
la que se reportaron 3,133 papeletas legislativas, más las 13 
correspondientes al acta antes mencionada, en el escrutinito 
general y recuento de la papeleta legislativa hubo una 
reducción de 36 papeletas legislativas (3,146-3,110), para 
la cual no parece haber explicación razonable.” 

 
El señor Comisionado Electoral de PMVC tampoco acompañó con 
su escrito las Actas número 2 del Colegio 3 a las que hace 
referencia. Peor aún, no acompañó las Actas número 2 del Colegio 
3 generadas durante el recuento de la papeleta legislativa. El 
recuento de la papeleta legislativa durante el Escrutinio General se 
ejecutó utilizando la máquina de escrutinio electrónico, 
alimentándola con la papeleta boca arriba y/o boca abajo hasta 
cinco veces antes de ser contada manualmente. Esto por ser 
académica la previsión de evitar que los funcionarios hicieran un 
punteo de votos al haber pasado el día del evento. Pasado el día del 
evento y eliminada la restricción, no existía impedimento para 
adjudicar las papeletas en blanco, undervote y overvote por la 
máquina oprimiendo el botón de votar. Ciertamente, uno de los 
mayores escollos durante el escrutinio previo al cierre de la noche 
del evento fue el cuadre de las Actas manuales del Colegio 3. Muy 
bien, el descuadre presentado por el señor Comisionado 
Electoral de PMVC pudo deberse a un error en las Actas que 
debe haberse subsanado durante el recuento. Por otro lado, si 
el señor Comisionado Electoral de PMVC estima que existe un 
maletín que falta por ser contabilizado, debe acudir a su 
gerente de JAVAA para que lo identifique. Es el promovente 
quien tiene el deber de colocarnos en posición de poder atender 
el señalamiento y corroborar si, en efecto, hubo un error que se 
deba corregir. No tan solo eso, si el señor Comisionado 
Electoral de PMVC tenía conocimiento de hechos específicos 
como los señalados por éste, debió traerlos oportunamente 
mientras se estaba llevando a cabo el proceso de escrutinio y 
recuento de los Precintos electorales de San Juan, en lugar de 
esperar a que finalizara y conocer los resultados. 
 
No podemos tomar la mera posibilidad de un hecho, basado 
meramente en alegaciones especulativas del señor Comisionado 
Electoral de PMVC, para dar paso a una expedición de pesca. 
Además, volver a comenzar dicho proceso finalizado, con actas 
aprobadas de forma unánime por todos los representantes de los 
partidos resulta ser contrario al ordenamiento. Nos evade la 
razón por la cual el Comisionado haya esperado a este 
momento para presentar este reclamo. (Énfasis nuestro.) (Itálico 
nuestro.) 
 

Así pues, el análisis fundamentado de la CEE, antes citado, a las páginas 10-15 de la 

Resolución RS- CEE-20-169, aclara en detalle el porqué de la no disponibilidad de actas, el 

descuadre de actas y la imposibilidad de su reconciliación.  Reiteramos que el mismo no fue 

objeto de revisión judicial, adviniendo final, firme e inatacable. 
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c. Sobre la ausencia de balance político. 

El peticionario indica, que el proceso de apertura de maletines y distribución de sobres 

sin validar se hizo sin balance político.51  Nótese, sin embargo, que en la alegación 35 se 

contradice al sostener, que “[c]ada maletín perteneciente a un precinto, se colocó sobre una mesa 

y posteriormente, con junta de balance político en cada mesa, se procedió a abrir los 

maletines.” (Énfasis nuestro.)  Sus alegaciones fácticas contradictorias son otro ejemplo de su 

temeridad.  

Ahora bien, e independientemente de sus contradicciones, vimos previamente, que la 

CEE sostuvo a la página 7 de la Resolución RS- CEE-20-169, con fecha 19 de diciembre 

de 2020, que: 

De otro lado, las papeletas de las modalidades de voto adelantado 
de confinados, adelantado en CEE y voto adelantado en el 
domicilio, pasan por el proceso de verificación y firma, donde los 
electores que votaron según lista sean igual a la cantidad de sobres 
de papeletas. Este proceso de cuadre se realiza en cada junta de 
colegio designada, el mismo día de la votación por los funcionarios 
de colegio. Estas juntas de colegio se constituyen en balance 
electoral donde hay representación de todos los partidos 
políticos. Esta verificación y cuadre se hace constar en las actas 
que se producen a esos efectos, y las cuales se distribuye copia 
a todos los funcionarios de colegio una vez son completadas y 
certificadas por estos. (Énfasis nuestro.) 

 
Más adelante, añadió a la página 15 de la Resolución RS- CEE-20-169: 

Sobre lo expuesto relativo al recuento sin balance, basta con 
decir que la mesa con cuatro máquinas contaba con el balance 
institucional de mesa requerido; sin embargo, traído a la 
atención de la Comisión como un punto fuera de la agenda, fue 
resuelto de forma unánime mediante Acuerdo número CEE-AC-
20-541. (Énfasis e itálico nuestro.) 
 

Asimismo, a la página 13 de la Resolución RS- CEE-20-169, indicó: 

Como cuestión de hecho, las papeletas municipales de los colegios 
01, 02 y 03 de la unidad 77 del Precinto Electoral 1 fueron 
recontadas en su totalidad. Dicho recuento se realizó por decisión 
unánime de las gerentes de JAVAA por existir errores aritméticos 
que no se podían corregir en las actas de escrutinio manual del 
colegio 3. El 12 de diciembre de 2020, culminó el escrutinio y 
recuento de la Unidad 77 en los 5 precintos de San Juan, con el 
recuento de la papeleta legislativa y municipal de los tres colegios 
del Precinto Electoral 1. Tanto en el escrutinio como en los 
recuentos, todos los partidos contaban con representación de 
los gerentes en JAVAA y de los funcionarios en balance 
presentes en las mesas de escrutinio al momento de comenzar 
los trabajos cada día y hasta el cierre de operaciones de dicho 
día. (Énfasis e itálico nuestro.)  
 

                                                           
51 Véase, Alegación 34 de la Impugnación de Elección.  
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Así pues, contrario a lo especulado por el peticionario, la realidad es que el proceso de 

manejo y procesamiento del voto adelantado y ausente se hizo con la anuencia de los 

representantes de todos los partidos políticos, incluyendo el MVC.  De hecho, el MVC no 

planteó ningún cuestionamiento en contrario. Así lo sostuvo la CEE a la página 10 de la 

Resolución RS- CEE-20-169:   

Debe añadirse que, todo lo anterior fue ejecutado de forma 
transparente a la vista, ciencia y paciencia de todos los 
Comisionados Electorales, sus alternos, sus respectivos gerentes y 
los alternos de los gerentes, sin que ninguno de estos presentara 
objeción ni reparo alguno. Todas las decisiones y modificaciones a 
los procedimientos fueron tomadas de forma transparente y 
unánime, teniendo coma norte la ejecución más eficiente del 
evento ante el reto que presentó el alto volumen no esperado del 
voto adelantado en todas sus modalidades. Desde el 26 de octubre 
de 2020, la Comisión trasladó su lugar de reuniones del Salón 
Protocolar del Edificio Administrativo al Coliseo Roberto 
Clemente. Esto con el fin de permitir a los Comisionados 
Electorales una supervisión directa de los procesos de JAVAA 
mientras se administraba el evento del voto adelantado en todas sus 
modalidades. (Énfasis en el original y subrayado nuestro.) 
 

La doctrina de actos propios (la doctrina de estoppel) 

Establecido lo anterior, es menester destacar que el contenido de la norma de que a nadie 

es lícito ir contra los propios actos tiene fundamento y raíz en el principio general de Derecho 

que ordena proceder de buena fe en la vida jurídica. La conducta contradictoria no tiene lugar en 

el campo del Derecho, y debe ser impedida. Este principio tiene como paralelo en el Derecho 

inglés la doctrina de estoppel. El típico efecto mínimo que debe reconocerse a los actos 

unilaterales es que dejan fundado un estoppel. Este evita que el sujeto al que es imputable el acto 

unilateral pueda actuar en contradicción con su voluntad declarada. Véase, Corraliza v. Bco. 

Des. Eco., 153 D.P.R.161 (2001). Cónsono con lo anterior, en Black's Law Dictionary, Minn., 

West Publishing Co., Fifth Ed., 1979, pág. 1367, se define el concepto de "unclean hands 

doctrine", de la siguiente manera: "[u]nclean hands doctrine. Principle that one who has unclean 

hands is not entitled to relief in equity.” 

Nótese, que el Comisionado Electoral del MVC, ni sus gerentes o representantes ante la 

JAVAA cuestionaron en forma alguna el manejo de las papeletas de voto adelantado y voto 

ausente, en todas sus modalidades, mientras dicho proceso se llevó a cabo. Como cuestión de 

realidad, estuvieron contestes en que se llevara a cabo en la forma en que se hizo, pues según lo 

confirma la CEE en su Resolución RS-CEE-20-169, los acuerdos se aprobaron de forma 

unánime.  Resulta, por lo tanto, contrario a la doctrina de actos propios pretender ahora—luego 
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de una certificación final de elección—impugnar la misma alegando que dichos procesos no se 

llevaron a cabo como correspondía.  Como corolario de ello, el peticionario está igualmente 

impedido de cuestionar las reglas de juego establecidas y aceptadas por unanimidad en dicho 

proceso, tomando en cuenta que el Comisionado Electoral y gerentes de su propio partido lo 

avalaron.  Peor aún, posteriormente el Comisionado Electoral del MVC lo cuestionó ante la 

CEE, emitiéndose un dictamen en su contra, a pesar de lo cual lo aceptó sin cuestionarlo 

judicialmente, aun cuando pudo hacerlo. Es decir, el Comisionado Electoral del MVC levantó en 

su solicitud de recuento los mismos planteamientos que forman parte de la Impugnación de 

Elección—tardíamente, claro está—siendo resueltos en su contra por la CEE.  Sin embargo, no 

cuestionó el dictamen, según le fue advertido. Evidentemente, entendió que el mismo fue 

correcto y no ameritaba acudir en revisión judicial para impugnarlo. Ahora acude al Tribunal, 

temerariamente, impugnándolo. 

Recordemos, que nuestro sistema de adjudicación de causas es, en principio, adversativo. 

Esto supone que, en teoría, los derechos que hemos de reconocer e implantar en nuestra 

jurisdicción han de ser rogados. El sistema adversativo de derecho rogado "descansa en la 

premisa de que las partes, cuidando sus derechos e intereses, son los mejores guardianes de la 

pureza de los procesos y de que la verdad siempre aflore." S.L.G. Lloréns v. Srio. de Justicia, 

152 D.P.R. 2, 8 (2000). 

d. Sobre las papeletas sin doblez.  
 
En la alegación 62 de la Impugnación de Elección, se hace un señalamiento de supuesta 

irregularidad, bajo el argumento que “todas las modalidades de voto adelantado y voto ausente 

que forman parte de la Unidad 77 requerían insertar las papeletas dentro de una serie de sobres 

provistos por la CEE. Por el tamaño de los sobres y el tamaño de las papeletas, era físicamente 

imposible que las papeletas fueran insertadas en los sobres sin doblarse. Todas las papeletas de la 

Unidad 77 llegaban a JAVAA en estos sobres. Por lo tanto, ninguna papeleta que forme parte de 

la Unidad 77 puede estar planchada o sin doblez.” 

En la Resolución RS-CEE-20-169, no se menciona expresamente este asunto.  Sin 

embargo, en su propia alegación 62, el peticionario añade, que “[e]l asunto fue planteado por el 

Comisionado Electoral del MVC ante la CEE mediante una solicitud de anular las 

papeletas sin doblez, por ser evidentemente papeletas ilegales que llegaron a JAVAA por 

otro medio distinto al establecido en los reglamentos y manuales. El Presidente de la CEE 
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resolvió la solicitud mediante una escueta resolución.” (Énfasis y subrayado nuestro.)  Se 

trata, de la Resolución CEE-AC-20-576, con fecha 30 de diciembre de 2020, 52 que de igual 

forma resolvió el planteamiento en contra del Comisionado Electoral del MVC, contra la cual 

éste tampoco acudió en revisión judicial a pesar de haber sido advertido de ello, por lo que la 

misma advino igualmente final y firme. Evidentemente, entendió que el mismo también fue 

correcto y tampoco ameritaba acudir en revisión judicial. Ahora acude al Tribunal, 

temerariamente, impugnándolo. 

e. Sobre la temeridad del peticionario.  
 

Establecido lo anterior, debemos añadir en esta coyuntura lo siguiente.  En Soriano 

Tavárez v. Rivera Anaya, 108 D.P.R. 663, 670 (1979), se acogió la doctrina del derecho civil 

sobre el abuso del derecho. Esa doctrina "demanda que todo derecho o facultad que la ley 

consagre, se ejercite siempre razonable, justa y legítimamente". 

Asimismo, para dejar establecido que los derechos solo pueden ejercitarse conforme a las 

exigencias de la buena fe, en Velilla v. Pueblo Supermarkets, Inc., 111 D.P.R. 585, 587-588, 

señaló: 

Dictaminamos que el requisito de la buena fe es también exigencia 
general de nuestro derecho y que como tal se extiende a la 
totalidad de nuestro ordenamiento jurídico. El contenido de 
eticidad de cada acto deberá examinarse a la luz de sus 
circunstancias particulares, pero el comportamiento conforme a la 
buena fe es precepto general que abarca toda actividad jurídica. 
Diversas doctrinas arrancan claramente de este concepto general, 
tales como la de los actos propios, la del abuso del derecho y la del 
fraude a la ley. Todas se inspiran en el loable propósito de 
inyectarle contenido ético al orden jurídico. [….]  
 
[….] Es ilegítimo el ejercicio de un derecho cuando el titular 
excede manifiestamente los límites impuestos por la buena fe o por 
el fin social o económico de ese derecho.  

 
Por otro lado, la imposición de honorarios de abogados por temeridad se encuentra 

regulada por la Regla 44.1 (d) de las de Procedimiento Civil de 2009, 32 L.P.R.A. Ap. V, R. 

44.1(d).  La referida regla establece que, en caso de que cualquier parte haya procedido con 

temeridad, el tribunal deberá imponer en la sentencia el pago de la suma por concepto de 

honorarios de abogado que entienda corresponde a tal conducta. Esta imposición tiene el 

propósito de penalizar o sancionar a las partes que, por temeridad, obstinación, contumacia e 

insistencia en una actitud frívola o desprovista de fundamento, obligan a otra parte a asumir y 

                                                           
52 Véase, Anejo 2 que se acompaña. 
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sufrir las molestias, gastos, trabajo e inconveniencias de un litigio innecesario. Miranda v. 

E.L.A., 137 D.P.R. 700, 719-720 (1994).    

El concepto de temeridad no está definido en la Regla 44.1 (d), supra. No obstante, se ha 

sostenido que consiste en observar una actitud que se proyecta sobre el procedimiento y que 

afecta el buen funcionamiento y la administración de la justicia y, que también sujeta al litigante 

inocente a la ordalía del proceso judicial y lo expone a gastos innecesarios y a la contratación de 

servicios profesionales—lo que incluye la contratación de abogados—con un gravamen a veces 

exorbitante para su peculio. Blas v. Hosp. Guadalupe, 146 D.P.R. 267, 334 (1998). En términos 

generales, se considera temeraria toda aquella conducta que haga necesario un pleito que se pudo 

evitar, que lo prolongue innecesariamente o requiera a la otra parte efectuar gestiones 

innecesarias. Torres Ortiz v. E.L.A., 136 D.P.R.556, 565 (1994).    

Los tribunales gozan de discreción para imponer honorarios de abogado. No obstante, 

una vez es determinada la existencia de temeridad, la condena de honorarios es imperativa. 

Fernández v. San Juan Cement Co. Inc., 118 DPR 713, 717 (1987).  Cabe indicar que, en Nieves 

Huertas et al v. ELA I, 189 DPR 611, 624-625 (2013), se dispuso al respecto: 

Por último, debemos evaluar si la conducta desplegada por los 
demandantes es temeraria o frívola. A estos efectos la Regla 44.1 
(d) de Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap. V, establece que 
cuando cualquier parte haya procedido con temeridad o 
frivolidad, el tribunal tendrá que imponer en su sentencia al 
responsable el pago de una suma por concepto de honorarios 
de abogado que el juzgador entienda corresponde a la 
conducta desplegada. Véanse, Meléndez Vega v. El Vocero de 
PR, res. 3 de julio de 2013, 189 D.P.R. 123 (2013); P.R. Oil v. 
Dayco, 164 D.P.R. 486, 511 (2005). El concepto de temeridad es 
uno amplio. La conducta temeraria es una actitud que se 
proyecta sobre el procedimiento y afecta el buen 
funcionamiento y administración de la justicia. A su vez, sujeta 
a una parte inocente a la ordalía del proceso judicial, 
exponiéndola a gastos innecesarios y a la contratación de 
servicios profesionales que afectan su peculio. Fernández v. San 
Juan Cement Co. Inc., 118 D.P.R. 713, 718-719 (1987). Mediante 
la imposición de honorarios por temeridad se penaliza a un 
litigante que, obcecado por un afán desprovisto de 
fundamentos, obliga a otro a defenderse, lo que le causa 
molestias, gastos, trabajo e inconvenientes. Soto v. Lugo, 76 
D.P.R. 444 (1954). [….] Los hechos aludidos reflejan una actitud 
contumaz de los demandantes contra los funcionarios que ejercen 
válidamente sus puestos. Ante tales actuaciones, la peticionaria ha 
tenido que defenderse de ataques a su honra y a su persona. Los 
demandantes, proyectan una conducta desmedida que afecta la 
administración de la justicia. No cabe duda que actuaron de forma 
temeraria. Ante ello, es nuestra obligación imponerle a los 
demandantes de forma solidaria el pago de honorarios de abogado 
por temeridad, por la cantidad de $10,000 a favor de la parte 
peticionaria. Regla 44.1 de las de Procedimiento Civil, supra. 
(Énfasis nuestro.) 
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La temeridad y frivolidad de los argumentos y alegaciones del peticionario en la 

Impugnación de Elección hieren la retina. De entrada, resulta evidente que ésta nunca debió 

presentarse. La misma, según vimos, se basa esencialmente en inferencias, conclusiones, 

especulaciones y prueba de referencia inadmisible, lo cual incumple abiertamente con la 

exigencia del Art. 10.15 del Código Electoral.  

Más aun, el peticionario induce a error al Tribunal al hacer referencia al Informe OIG 

para tratar de sostener las irregularidades que alega. Vimos, igualmente, que dicho informe no 

evalúa el aspecto electoral del proceso; es decir, no analiza la mecánica de cómo se 

contabilizaron las papeletas. Su análisis se limita a una evaluación administrativa en dos (2) 

áreas: inventario de papeletas adquiridas para los comicios electorales 2020 y evaluación de los 

controles internos de la JAVAA.53 Más aún, dicho informe no particulariza las unidades de voto 

adelantado o voto ausente. En ese sentido, no hace referencia alguna a la Unidad 77, objeto de la 

presente impugnación.  Como cuestión de realidad, el Informe OIG reconoce que “el manejo de 

inventario de papeletas para las elecciones generales 2020, se realizó conforme con las leyes, 

reglamentos, normas y procedimientos aplicables”. Dicho Informe, lejos de fundamentar su 

demanda, la desacredita.  

Como si todo ello fuera poco, el peticionario levanta aquí los mismos argumentos que su 

Comisionado Electoral planteó ante la CEE y le fueron denegados de manera fundamentada en la 

Resolución RS-CEE-20-16954 y en la Resolución CEE-AC-20-576.55 Tanto así, que ni siquiera 

acudió en revisión judicial para cuestionar las mismas, reconociendo con ello su corrección.  

Como corolario de lo anterior, y en abierta contravención a la doctrina de cosa juzgada y su 

vertiente de impedimento colateral, el peticionario acude, con las manos sucias, ante el Tribunal 

para tratar de cuestionar lo que ya fue resuelto en su contra. 

Por último, es necesario destacar la seria temeridad del peticionario en la presentación de 

este caso, a sabiendas que todo el proceso que aquí impugna y a base del cual pretende que se 

ordene una nueva elección, se hizo con total anuencia del Comisionado Electoral y gerentes de 

                                                           
53 Véase, Anejo 3 que se acompaña, a la pág. 1, Informe de Examen OIG-E-21-002, de 30 de diciembre de 2020, 
citado en las alegaciones 18 y siguientes de la Impugnación de Elección.  Refiérase a la discusión contenida en el 
acápite III(A), supra, de la presente Moción en Cumplimiento de Orden, donde se discute fundamentadamente por 
qué la inclusión de documentos a la presente—los cuales fueron incorporados por referencia al aludirse a ellos en las 
alegaciones de la demanda—no desvirtúa su carácter bajo la Regla 10.2 de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA 
Ap. V.  
54 Véase, Anejo 1 que se acompaña. 
55 Véase, Anejo 2 que se acompaña. 
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JAVAA de su propio partido. Peor aún, a sabiendas que los votos que cuestiona se contaron y 

recontaron, no en una, sino en tres ocasiones.  

De conformidad con lo anterior, no albergamos duda que aquí están presentes diversas y 

contundentes incidencias que sostienen a plenitud la temeridad del peticionario al presentar este 

caso.  A esos efectos, entendemos muy respetuosamente, que procede la imposición de una 

fuerte suma de honorarios de abogado a favor del compareciente y así se solicita.   

V. Conclusión 

 En atención a los amplios fundamentos expuestos en el escrito presente, entendemos que 

la Impugnación de Elección presentada por Manuel A. Natal Albelo no se sostiene 

procesalmente, ni tampoco en los méritos.  Por un lado, aun aceptando como ciertos los hechos 

bien alegados de la Impugnación de Elección el Tribunal carece de jurisdicción para entender en 

este caso ante la aplicación de la doctrina de cosa juzgada y/o su vertiente de impedimento 

colateral. 

Por otro lado, y también aceptando como ciertos los hechos bien alegados de la 

Impugnación de Elección, el peticionario no expone una causa de acción que justifique la 

concesión del remedio que solicita.  Por un lado, sus alegaciones son totalmente insuficientes, en 

vista que se basan en inferencias, especulaciones, conclusiones de derecho y prueba de referencia 

inadmisible; no en el conocimiento personal del peticionario.  El Art. 10.15 del Código Electoral 

exige mucho más al establecer que el peticionario venía obligado a exponer “bajo juramento las 

razones en que fundamenta su impugnación, las que deberán ser de tal naturaleza que, de 

probarse, bastarían para cambiar el resultado de la elección”, lo cual no hizo.  

Asimismo, la Resolución RS-CEE-20-169 y la Resolución CEE-AC-20-576, emitidas por 

el organismo con expertise en materia electoral, evidencian de manera contundente la ausencia 

de una causa de acción que justifique la concesión del remedio que se solicita.  La celebración de 

una nueva elección en la Ciudad Capital de San Juan en el mes de marzo de 2021, como pretende 

el peticionario, echando al lado la voluntad de los electores sanjuaneros expresada válidamente 

en las urnas el pasado 3 de noviembre de 2020, no es un asunto que pueda tomarse a la ligera.  

Menos aun cuando, según ya vimos, el manejo de voto adelantado en la Unidad 77 de todos los 

precintos de San Juan, en todas sus modalidades, se llevó a cabo conforme a derecho y bajo la 

aprobación unánime de todos los Comisionados Electorales, gerentes y representantes de todos 

los partidos políticos, incluyendo el MVC.   
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El Art. 13.1(a) del Código Electoral de 2020 dispone: 

(a) En todo recurso legal, asunto, caso o controversia que se 
presente en un Tribunal de Justicia, est[e] deberá dar prioridad a la 
deferencia que debe demostrar a las decisiones tomadas por la 
Comisión a nivel administrativo, siendo esta la institución pública 
con mayor experti[s]e en asuntos electorales y la responsable legal 
de implementar los procesos que garanticen el derecho 
fundamental de los electores a ejercer su voto en asuntos de interés 
público. 
 

Recientemente el Tribunal Supremo interpretó el citado Art. 13.1(a), en Hon. Miguel A. 

Romero Lugo v. Carmen Yulín Cruz Soto, 2020 WL 7265651 (P.R.), 2020 TSPR 143, opinión 

unánime emitida por voz de la Hon. Maite Oronoz Rodríguez, Jueza Presidenta, con fecha 25 de 

noviembre de 2020, disponiendo a la página 14 y citamos: 

Ese artículo, a su vez, responde al principio de que las decisiones 
de los organismos administrativos merecen la mayor deferencia 
judicial. [citas omitidas] Ello es así porque éstos cuentan con 
experiencias y conocimientos altamente especializados sobre los 
asuntos que se le encomiendan. [citas omitidas] 
 

La Resolución RS-CEE-20-169 y la Resolución CEE-AC-20-576, emitidas por la CEE, 

las cuales resultan finales y firmes al día de hoy porque no fueron objeto de revisiones judiciales, 

merecen gran deferencia y respeto, conforme al Art. 13.1(a) del Código Electoral de 2020 y lo 

resuelto en Hon. Miguel A. Romero Lugo v. Carmen Yulín Cruz Soto, supra. Las mismas 

desmienten los argumentos traídos por el peticionario en su Impugnación Electoral.  

El peticionario pretende que el Tribunal sustituya el criterio de la CEE con el suyo. Bajo 

las circunstancias particulares de este caso, lo cual, según vimos, resulta a todas luces 

improcedente en derecho y temerario.  

POR TODO LO CUAL, se solicita respetuosamente, que se desestime la Impugnación 

de Elección de autos por falta de jurisdicción y por no existir una causa de acción que justifique 

la concesión del remedio solicitado por el peticionario para que se ordene la celebración de una 

elección especial en la Unidad 77 durante el mes de marzo de 2021. Se solicita, además, que ante 

la temeridad y frivolidad evidenciada por el peticionario, se le impongan honorarios de abogado, 

en una suma no menor de $20,000.00.   

CERTIFICO: que este escrito ha sido presentado de manera electrónica a través del 

Sistema Unificado de Manejo y Administración de Casos (SUMAC), el cual automáticamente da 

aviso a todos los abogados de récord a sus respectivas direcciones electrónicas, y que esto 

cumple con el requisito de notificación en este caso. 
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En San Juan, Puerto Rico, hoy 27 de enero de 2021. 

RESPETUOSAMENTE SOMETIDA. 
 

Abogados de Miguel A. Romero Lugo, candidato impugnado 
 

ALDARONDO & LÓPEZ BRAS   CARLOS SANTIAGO TAVÁREZ 
ALB Plaza      PO Box 13712 
16 Carretera 199 Suite 400    San Juan, PR 00908 
Guaynabo, Puerto Rico 00969   Tel.: 787-384-1951 
Tel.: 787-474-5447 / Fax: 787-474-5451  santiagotavarez@hotmail.com 
alb@alblegal.net 
 
f/ELIEZER ALDARONDO ORTIZ  f/CARLOS SANTIAGO TAVÁRE Z 
RUA NÚM. 5802     RUA NÚM. 5549 
 
f/ROSA CAMPOS SILVA 
RUA NÚM. 10614 
 
f/SIMONE CATALDI MALPICA  
RUA NÚM. 13072 
 
f/SHEILA TORRES DELGADO 
RUA NÚM. 15428 
 

 

No cancela sello o 
arancel por disposición 

del Art. 13.5 
del Código Electoral, 
Ley Núm. 58-2020. 
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